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Síntesis

Palabras Claves: régimen municipal; autonomía; autarquía; carta orgánica municipal; ley orgánica de las municipalidades.

Desde mediados del siglo XX los gobiernos locales han irrumpido en la escena gubernamental como lo hacía en los primeros años del siglo XIX en nuestra región. A partir de la década de 1980 este proceso se intensifica, pero en simultáneo se venían produciendo cambios estructurales en el sistema mundial. Uno de estos cambios ha sido la transformación del modelo de producción, cambiando de un modo fordista a uno flexible. Es allí, junto a la desaparición del Estado interventor, donde las ciudades deben abandonar su relación de subordinación con los niveles superiores del Estado y tomar un rol protagónico para insertarse en este nuevo escenario, transformando el modelo de gestión tradicional que se venía verificando.

Con la reforma de la Constitución Nacional del año 1994 se vigoriza lo dispuesto hasta el momento respecto al régimen municipal, ya que había provincias que no les reconocían las autonomías a los municipios que las componen. Cuando se hace referencia al régimen municipal, se lo distingue de administración municipal, esto no es mera cuestión de palabras; es algo más. Limita el término administrar a una forma de actividad económica. Mientras que el régimen entraña cuestiones de gobiernos, de política.
Al desarrollar este concepto apreciamos una serie de Estados subnacionales en Argentina que admiten autonomía municipal absoluta, aquellos que admiten una autonomía municipal relativa o restringida y aquellos que directamente omiten la autonomía municipal. Un gobierno local dispone de autonomía, cuando tiene la autoridad para darse sus propias normas, elegir sus autoridades y administrarse a sí misma, dentro del marco de sus competencias territoriales y materiales. De no ser así, estaríamos aludiendo a organismos autárquicos pues poseen facultades para administrarse por sí mismo, pero de acuerdo con una norma que le es impuesta, ya que el ente no tiene poderes para dictar dicha norma.

En el caso que analizaremos de los municipios de la provincia de Buenos Aires, se rigen por la Ley Orgánica de las Municipalidades. Esta es una ley que data del año 1958 y ha sido sancionada por la legislatura provincial durante un gobierno de facto, imperando y ordenando a todos los municipios de la provincia por igual, sin distinción ninguna tal como si se tratara de instituciones homogéneas tanto en su territorio, población, economía, etcétera.

Aquellos municipios que son regidos por Cartas Orgánicas Municipales son denominados municipio de convención, esto es, el que tiene el ejercicio del poder constituyente de tercer grado. Este reconocimiento trae aparejada la participación directa de los habitantes en los asuntos del gobierno local al que pertenecen. De allí que éstos dispongan de la capacidad de adoptar medidas, procedimientos, regulaciones y resoluciones a problemas que pueden ser exclusivos.

Introducción

Como se recordará, la Nación Argentina adoptó para su gobierno la forma representativa republicana federal, por lo cual su régimen político-administrativo se caracteriza por tener un poder central producto de la delegación de los poderes provinciales, considerados éstos, dispositivos fundamentales de la Nación. Es así que las provincias son portadoras de soberanía, reservándose para sí aquellas que no han sido cedidas. 

Durante el proceso de elaboración de la carta magna nacional, los constituyentes dispusieron en el artículo 5º que cada provincia deberá asegurar su régimen municipal entre otras consideraciones. Ello nos conduce a incorporar un nuevo nivel a escala institucional, el municipal. Sin embargo, las provincias se han visto subordinadas y relegadas a un poder central que situaron en un segundo plano, en la política pública, a las autonomías provinciales. Esta concentración de poder se traduce a nivel local, cercenando a su vez las autonomías municipales que la componen. 

Así, cuando hacia fines de 1993, afirma Bensimón,  "se sancionó la Ley N° 24.309 de declaración de la necesidad de la reforma de la Constitución, se habilitó como tema de debate y resolución en la Convención Constituyente (art. 3°) a las autonomías municipales" (Bensimón, 1997: 12). Por lo tanto, en la reforma del año 1994 de la Ley fundamental, se incluyeron nuevos derechos, nuevos organismos y también se vigorizó la temática relacionada con la autonomía municipal 

"[…] al tradicional art. 5º se le agregó el 123, que puso fin a una larga polémica histórica sobre la naturaleza jurídica de los municipios en nuestro país. El texto es bien conocido:

Art. 123º CN: ‘Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el art. 5º asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero’.

La redacción del art. 5º original permitía el debate sobre autarquía o autonomía. Esa ambigüedad ha terminado." (Carello, Hernández, et al, 2010: 19).

De esta manera la nueva Constitución de la Nación Argentina aparece con la determinación de actualizarse y de disipar discordantes interpretaciones acerca de conceptos e instituciones. Además ha establecido nuevas reglas de juego, entre ellas, la implantación de formas de democracia semidirecta (Consulta, Iniciativa, Referéndum, Revocatoria de mandatos y Plebiscito), ampliando así derechos a la ciudadanía.

A pesar de las continuas innovaciones que las ciudades
 —base sociológica del municipio— han sufrido a lo largo de la historia, la provincia de Buenos Aires se sigue rigiendo, respecto al régimen municipal, como lo hacía hacia 1933. La modificación de su Carta Magna Provincial ha quedado en conflicto en ese tema respecto a la Constitución Nacional. Así, la Constitución de 1934 y el viejo decreto-ley 6769/58 siguen rigiendo. La democracia no ha sido capaz de darse en la provincia instituciones autonómicas que los nuevos tiempos demandan (Ver Anexo I).

Como suele suceder, los acontecimientos de la vida real muchas veces discrepa con lo establecido en las normas que son las que deberían conducir nuestras acciones. Es así que apreciamos una serie de Estados subnacionales que admiten autonomía municipal absoluta, aquellos que admiten una autonomía municipal relativa o restringida y aquellos que directamente omiten la autonomía municipal.

Cuando hacemos referencia a las autonomías municipales, estas lo son en lo institucional, político, económico, financiero y administrativo. El rasgo fundamental del municipio es el de hallarse incluido en una unidad política superior. Para ello, detallaremos las competencias propias de los municipios, debiendo aclarar que es un mero resumen y que están sujetas a la legislación de cada provincia. Esta es una clasificación del Dr. Morán, citada por el Dr. Hernández:

"a) En lo político: convocar a elecciones de sus miembros; juzgar de la validez de ellas; juzgamiento del intendente por el Concejo Deliberante por mala conducta, delitos comunes, mal desempeño, etcétera; facultades disciplinarias del Concejo Deliberante sobre sus miembros; proponer ternas para la designación de jueces de paz y darse su propia carta orgánica.

b) En lo económico-financiero: establecer impuestos, tasas y contribuciones; contraer empréstitos; formular su presupuesto de gastos y recursos; invertir libremente sus rentas; aprobar las cuentas de inversión; fomentar el turismo; tener mercados de concentración de abastos, ferias, mataderos, etcétera; asegurar el expendio de los artículos alimenticios en las mejores condiciones de precios y calidad, organizando, si fuere menester; la elaboración y venta de ellos; aceptar o rechazar legados o donaciones y arrendar bienes comunales.

c) En lo social: establecer centros de salud, hospitales, salas de primeros auxilios, dispensarios, etcétera; institutos de beneficencia, asilos de inmigrantes; hogares de niños y ancianos; servicios fúnebres; cárcel de encausados; servicios de previsión y asistencia social; crear institutos de cultura intelectual y física e instrucción primaria, bibliotecas y museos; realizar o controlar espectáculos públicos y fomentar la educación y cultura popular.

d) En lo jurisdiccional: ejercer el poder de policía represivo en las materias de competencia local y crear tribunales de faltas.

e) En lo administrativo: nombrar y remover los funcionarios y empleados; administrar los bienes municipales; prestar los servicios públicos en forma directa o indirecta por medio de municipalizaciones, empresas o sociedades de economía mixta, concesiones, locaciones, etcétera, y dictar normas de organización, planificación y control administrativo.

f) En lo urbanístico y en lo rural
: sancionar planes de urbanismo, ornato y estética; regular la urbanización y zonificación; deslindar el dominio público y privado municipal; organizar el catastro municipal; efectuar expropiaciones para fines de utilidad pública; prestar los servicios de agua potable, barrido, eliminación de residuos, gas, cloacas, tras porte, teléfonos, alumbrado público y otros servicios análogos; realizar la apertura y construcción de calles, avenidas, puentes, plazas y paseos; regular el uso de calles y subsuelos; controlar la seguridad e higiene de la construcción; promover la salud pública, estética y comodidad; regular el tránsito y el trasporte público; asegurar el saneamiento ambiental; conservar, administrar y regular cementerios; mantener caminos vecinales; efectuar riego de caminos y calles; y, en general, realizar las obras públicas" (Hernández, 2003: 370-371).

El objetivo principal de este trabajo es comparar las diferencias de las autonomías políticas, institucionales, económicas, financieras y administrativa de los municipios que poseen una carta orgánica municipal (Puerto Madryn y Trelew en la provincia de Chubut) respecto de aquellos municipios que son regidos por la ley orgánica de las municipalidades (Lanús y Lomas de Zamora en la provincia de Buenos Aires). 

· En primer lugar, analizar la autonomía municipal institucional desprendida de las distintas visiones doctrinales de las escuelas municipalistas en Argentina a partir de estar determinados, los municipios, por una Carta Orgánica Municipal.

· En segundo lugar, analizar la relación entre la autonomía administrativa y la conformación de la estructura orgánica y la designación del personal que tienen los municipios.

· En tercer lugar, analizar la relación entre la autonomía política y la representación proporcional. Donde diversos partidos políticos gocen de igualdad de posibilidades en el distribución de escaños. La participación de la ciudadanía mediante la institucionalización de criterios propios de la democracia semidirecta.

· En cuarto lugar, analizar la relación entre la autonomía y el desarrollo económico de los municipios y la posibilidad que tienen estos de conformar regiones. 

· Y por último, analizar la relación que existe entre la autonomía financiera municipal con la capacidad de los municipios de cobrar impuestos.

Por ello, del análisis normativo determinamos como hipótesis de trabajo que los gobiernos municipales que poseen Cartas Orgánicas Municipales gozan de una autonomía plena (Puerto Madryn y Trelew en la provincia de Chubut), quienes no las poseen detentan una autonomía semiplena (Lanús y Lomas de Zamora en la provincia de Buenos Aires). 

Las Cartas Orgánicas Municipales emanan del poder constituyente de los ciudadanos locales, esta actividad está íntimamente vinculada con la acción de participar. "La palabra ‘participar’ proviene del latín participare y significa ‘tener uno parte en una cosa o tocarle algo de ella’" (Hernández, 2003: 381). Así la ciudadanía forma parte activa de los asuntos de la res publica, de la cosa pública. Conceptualiza Ziccardi en su artículo que, para que la participación ciudadana sea efectiva se deben generar las condiciones institucionales necesarias para poderlas llevar a cabo (Ziccardi, 2004: 141).

La historia y el territorio generan actores locales, expresa Pírez. Por ello para definir a un actor local hay que relacionarlo con la escena social en la que desarrolla su acción, su accionar coincide con los límites de la sociedad local. Completa esta definición aquella que liga la noción de actor social con la noción de desarrollo local, es decir incluir en la definición además del lugar en que se desarrolla la acción, el sentido que el actor imprime a la acción (Pírez, 1991).

Como anteriormente se ha señalado la resultante del análisis normativo no condice, en líneas generales con la realidad. Es por ello que con la intencionalidad de que el contenido del trabajo pueda ser destinado a usos prácticos como método de validación de los conceptos, doctrinas y teorías; hemos recurrido a informantes claves para elucidar si lo que se plantea puede ser efectivamente puesto en práctica. Principalmente porque la provincia de Buenos Aires es la más habitada del país, pero su distribución demográfica se caracteriza por tener muy altas concentraciones. Esto trae aparejado que las lógicas y las realidades políticas disten mucho entre las distintas zonas de la provincia. Es por ello que se comparan dos municipios de la provincia del Chubut, cuya característica es la posesión de Cartas Orgánicas Municipales; y dos municipios de la provincia de Buenos Aires que son regidos por la Ley Orgánica de las Municipalidades. Estos municipios, seleccionados de manera intencional, se encuentran ubicados en el conurbano y formando parte del área metropolitana de Buenos Aires (AMBA), de este modo examinar si es factible plantear su organización mediante autonomías plenas.

Por otra parte, este trabajo tiene un tipo de abordaje cualitativo, su alcance es descriptivo-comparativo y la recopilación de datos e información ha sido realizada mediante entrevistas pautadas y abiertas a informantes claves y a la consulta de fuentes primarias: Cartas Magnas, Código Fiscal de la provincia de Buenos Aires, Leyes y Cartas Orgánicas Municipales; y fuentes secundarias: consulta de material bibliográfico en bibliotecas y en forma digital. 

Como informante clave hemos seleccionado para la validación empírica del trabajo a funcionarios municipales del conurbano bonaerense. El motivo de dicha selección ha sido despejar las dudas acerca si en municipios del conurbano bonaerense es factible instituir la autonomía absoluta de los mismos. Estas constituirán el eje de la investigación. 

Pero los municipios ¿Siempre han existido tal como hoy los conocemos? ¿Tuvieron las mismas competencias y la misma relevancia que hoy tienen? ¿Son concebidos de la misma manera por quienes estudian la temática? ¿Qué dice la Constitución de la Nación Argentina respecto a los municipios? Respecto a la base territorial ¿Qué tipos de municipios existen? Estos interrogantes intentaremos despejar en el capítulo siguiente.

Capítulo I

‘‘El hombre que no presta atención 

a los problemas de su ciudad, 

no es un pacífico habitante 

sino un mal ciudadano’’.

Pericles

I. Antecedentes históricos del municipio.

Si bien en nuestro país los Estados Provinciales y el Estado Nacional erigen nuestra identidad, el Estado municipal es un Estado con relevancia histórica en la Argentina. En Iberoamérica, los Cabildos, una institución de origen hispánico con funciones ejecutivas a nivel local, fueron los encargados de la organización de la vida de los principales centros urbanos luego de la Revolución de Mayo. Pero en 1821 habían cambiado muchas cosas en, lo que hoy conocemos como, Argentina por lo cual se los suprime, desdibujando tempranamente lo que podría llamarse un gobierno local. En palabras del Dr. Bielsa encontramos que: 

"[…] la única institución en que el pueblo participó en el gobierno, nombrando sus jueces de menor cuantía, organizando la política local, fomentando el progreso edilicio, propendiendo al bienestar común y, cuando fue necesario, alzándose y oponiendo su propia fuerza y autoridad frente a los gobernadores o agentes despóticos de la Corona, toda vez que estos intentaron hollar su autonomía o arrancarle sus prerrogativas seculares" (Bielsa, 1930: 41-42).
Continuando con los criterios del jurista los ciudadanos eran los encargados de elegir y de ser elegidos como cabildantes. Esta institución establecía las normas necesarias para determinar el gobierno y el límite jurisdiccional que comprendía el incipiente "gobierno local" (Bielsa, 1930). 

Respecto a su influencia política los cabildos han desempeñado, tal vez producto de la distancia de la metrópoli, un papel muy importante en esta parte del globo. Sostiene Bielsa que "[…] tenían, y en primer término la representación directa del pueblo y el correlativo derecho de convocarlo para constituir los célebres Cabildos abiertos, en donde aparecía su efectiva e indiscutible potestad política" (Bielsa, 1930: 44). Andrenacci afirma que "es el Cabildo de Buenos Aires el que, en 1810, fuerza la destitución del Virrey Baltasar Hidalgo de Cisneros y se arroga la representación virreinal" (Andrenacci, 2003: 5).

Ya en el año 1820 el Directorio atraviesa una crisis financiera y de legitimidad muy importante, profundizando la impopularidad del régimen. Al mando de Artigas el 1º de febrero los caudillos del litoral invaden Buenos Aires en la recordada batalla de Cepeda. Las Provincias Unidas se reorganizan bajo el sistema federal de gobierno, es decir, que cada provincia se declara autónoma (Verdo, 2006). Retomando al Dr. Bielsa que afirma que desaparecieron los gobiernos nacionales y surge la anarquía. El nuevo gobierno de la provincia de Buenos Aires abolió a los Cabildos en el año 1824 que decía: "Quedan suprimidos los cabildos hasta que la representación crea oportuno establecer la ley general de las municipalidades" (el destacado es propio). Esta desaparición ha sido calificada como parricidio, pues de esta institución deriva la Revolución de Mayo en 1810 (Bielsa, 1930).

Esta medida normativa fue adoptada por las otras provincias, suprimiendo sus cabildos, exceptuando a la ciudad de Orán en Salta (Hernández, 2003). A decir de Recalde, "[…] los Municipios y tomando como medida comparativa las funciones anteriores del Cabildo, delegaron muchas de sus competencias a las provincias y a la Nación" (Recalde, 2008).

Este impulso centralista fue tratado en 1853 con la sanción de la Constitución de la Nación Argentina, donde en su artículo 5º establece que las provincias deben asegurar el régimen municipal como requisito para el goce de su autonomía. Las provincias argentinas no procedieron uniformemente en la implementación de esta disposición, sino que se ha procedido de modos disímiles. Es así, que las denominadas nuevas provincias, aquellas creadas pasada la mitad del siglo XX
, y también a posteriori, en el llamado nuevo constitucionalismo provincial que comienza en 1986 y continúa hasta nuestros días
, han incorporado en sus constituciones estaduales la admisión de la autonomía absoluta de sus respectivos municipios.

II. Escuelas Municipalistas

En este trabajo abordamos las distintas visiones doctrinales del derecho municipal haciendo hincapié en la Escuela Municipalista de La Plata representada por su fundador, Adolfo Korn Villafañe y la Escuela Municipalista del Litoral destacando la postura del profesor santafecino Rafael Bielsa. Se desarrollarán los conceptos de municipio; el de las Cartas Orgánicas Municipales; el de autonomía, el de autarquía y el de régimen municipal. Además la base territorial del municipio: municipio-partido; municipio-ciudad y municipio-distrito. 


La idea expuesta por Sabsay, García, Nápoli y Ryan, es que desde su creación, la Constitución Nacional determinó tres centros de poder en nuestro territorio: La Nación, la Provincia y el Municipio. Resultará de gran utilidad para este artículo y para adentrarnos en la problemática planteada puntualizar el alcance de los siguientes conceptos:

“Soberanía: es la capacidad de poder de algunos Estados (Estados soberanos) para dictar decisiones obligatorias para su población y no estar subordinados a otro poder temporal superior.

Autonomía: ʻsupone un poder de derecho público no soberano que puede, en virtud de un derecho propio y no sólo por delegación, establecer reglas de derecho obligatorias.ʼ Esto significa que el ente tiene poder propio y originario para darse su propia ley y regirse por ella. En otras palabras, ʻ la autonomía consiste en la facultad que tiene la autoridad para darse sus propias normas, elegir sus autoridades y administrarse a sí misma, dentro del marco de sus competencias territoriales y materialesʼ.

Autarquía: Es la facultad que un ente posee para administrarse por sí mismo, pero de acuerdo con una norma que le es impuesta, ya que el ente no tiene poderes para dictar dicha norma.” (Sabsay et al, 2002: 52).
El municipio tiene tantas interpretaciones como doctrinas se encuentran en el ámbito jurídico. El centro de la controversia gira en torno en si: “la institución municipal es previa a la legislación, y entonces el derecho positivo se limita a reconocer su existencia, o si, al contrario, el municipio es creado por la ley” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 53). 

Distintos pensadores han generado diferentes escuelas. Se clasifican primariamente en “escuelas sociológicas y escuelas legalistas o jurídicas” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 53).

A) Las escuelas sociológicas

Consideran al municipio como creación natural y espontánea que se anticipa en el tiempo a toda legislación positiva, luego se adoptan particularismos que las distinguen. De allí se generan corrientes que, por razones de pertinencia, sólo mencionaremos:

a) Escuela iusnaturalista

b) Escuela social católica

c) Escuela economista

d) Escuela institucionalista

B) Las escuelas legalistas o jurídicas

Sostienen que la institución municipal es creada por el derecho positivo. Coincidiendo en este punto de partida, determinados autores “se disgregan en considerables variantes”, ellas son:

a) Escuela del individualismo liberal

b) Escuela administrativista

c) Posición de Hans Kelsen

C) Experiencias legislativas negatorias del municipio

Las encontramos en ejercicios gubernamentales que concentran todos los poderes del municipio en un órgano unipersonal. Los funcionarios a cargo, son meros delegados del férreo Estado central. Recordaremos la ley municipal italiana de 1934 – dada en tiempos de Mussolini -, con su sistema del podestá, o la ley alemana de 1935 – establecida bajo Adolfo Hitler -, con su sistema del burgomaestre. (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 57-58).

Prosiguiendo con los dichos de Sabsay, García, Nápoli y Ryan, la autonomía es la facultad que tiene la autoridad de dictarse sus propias normas, elegir sus autoridades y administrarse a sí misma; mientras que la autarquía sólo comprende la auto-administración. Por lo tanto, un municipio autárquico atiende competencias que les son delegadas por parte de un Estado provincial. Estas atribuciones delegadas revisten un carácter precario, ya que en cualquier momento, la provincia puede plantear una avocación total o parcial de las mismas. Contrariamente los municipios autónomos poseen una esfera propia de acción que le ha sido reconocida por el poder constituyente (Sabsay et al, 2002).

La Escuela Municipalista de La Plata postula a través de su fundador Korn Villafañe:

1) El municipio reproduce dentro de su jurisdicción la república representativa (art. 1º de la Constitución Nacional).

2) Se adopta la República Representativa Municipal (art. 5º de la Constitución Nacional).

3) El municipio es una institución de grado constitucional, por lo tanto autónomo.

4) La referencia “régimen municipal” debe ser entendida como “gobierno municipal”.

Incorpora el Poder Judicial como un tercer departamento del municipio (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 126).

La Escuela Municipalista del Litoral suministra su caracterización a través del Maestro del derecho administrativo, Rafael Bielsa. Su posición es administrativista, “que tiene a los municipios como autárquicos”. Nos dice que “la institución municipal es la unidad administrativa más simple y bien podría considerársele como la célula del Estado” (Zuccherino y Moreno Rithner 2007: 50).

Para profundizar este planteo necesitamos abordar el concepto régimen municipal. Recurrimos a los propuesto por el profesor Bielsa cuando afirma que “la sustitución de régimen por administración no es mera cuestión de palabras; es algo más”. Limita el término administrar a una forma de actividad, la económica; o sea la administrativa. Mientras que el régimen (municipal) “entraña cuestiones de gobiernos, de ʻpolíticaʼ”. En un mismo sentido sostiene Hernández al afirmar que “la palabra régimen hace referencia al modo de gobernarse la institución local y, en consecuencia, cabría concluir que el Constituyente también sostuvo la politicidad de ella”. (Hernández, 2003: 119). Retomando a Bielsa, este enfatiza que “gobernar es algo más que administrar; la administración sólo es una parte de la actividad del gobierno”. (Bielsa, 1930: 38).

Este concepto, establecido por el artículo 5º de la Constitución Nacional imponiendo el régimen municipal, es el que da origen a las distintas posiciones respecto a la hermenéutica de dicha frase, “dando como resultado contradictoria legislación, doctrina y jurisprudencia” (Hernández, 2003: 109).

Es en estos conceptos de autonomía y de régimen municipal que se vinculan con otro que es el de poder constituyente. Dana Montaño, Bernard y Mouchet forman parte de una corriente de pensamiento donde sostienen “que sólo es autónomo el municipio de convención, esto es, el que tiene el ejercicio del poder constituyente de tercer grado y en función de esta facultad puede dictarse su propia carta orgánica” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 144).

Previo a continuar es menester detenernos en la definición de una Carta Orgánica Municipal. Hernández sostiene que una carta orgánica es:

“[...] como una Constitución local, resultado del ejercicio de una especie de poder constituyente de tercer grado, tal como lo sostiene Sánchez Viamonte. Mediante la carta se regulan los distintos aspectos del régimen municipal: forma de gobierno, finanzas locales, poder de policía, servicios públicos, responsabilidad de los funcionarios, formas de participación ciudadana, relaciones intermunicipales, etcétera” (Hernández, 2003: 140). 

Siguiendo con el concepto autonomía, es preciso profundizar en él ya que no se agota en lo expuesto. Analiza Hernández y manifiesta que: 

“[La] autonomía municipal es de dos tipos: plena (absoluta) y semiplena (relativa). La primera corresponde a los municipios que tienen los cuatro aspectos o fases de la autonomía: institucional, política, administrativa y financiera, y que es el caso de siete provincias argentinas, que admiten el dictado de la propia carta orgánica municipal —a excepción de una— sólo para los municipios de primera categoría.

La segunda es la perteneciente al resto de los municipios, que sólo tienen tres aspectos o fases de la autonomía municipal: política, administrativa y financiera...” (El agregado en los paréntesis es propio) (Hernández, 2003: 331-332).

Respecto a las Constituciones estaduales que admiten la autonomía municipal absoluta, Zuccherino y Moreno Rithner, señalaron a las de las provincias de:

“Catamarca (Carta de 1988, art. 245); Córdoba (Carta de 1987, art 180 y mención del Preámbulo); Chubut (Constitución de 1957, arts. 207 y 208); Jujuy (Carta de 1986, Preámbulo y arts. 178 y 179); La Rioja (Carta de 1986, art. 154, consagra autonomía absoluta no completa al faltarle el elemento económico-financiero); Misiones (Carta de 1958, arts. 161 y 170); Neuquén (Constitución de 1957, arts. 184 y 187); Río Negro (Carta de 1988, art. 225); Salta (Carta de 1986, mención en el Preámbulo y arts. 164, primera parte, y 168); San Juan (Carta de 1986, art. 241); San Luis (Carta de 1987, art. 248); Santiago del Estero (Carta de 1986, mención en el Preámbulo y art. 220, inc.1); Tucumán (Carta de 1990, sanción 5 de la Convención Constituyente que reformó el art. 136) y Frustrado Proyecto de Reforma Bonaerense, art. 181, primer párrafo”. 
Respecto a las Constituciones estaduales que acogen solamente la autonomía municipal relativa o restringida:

“Chaco (Carta de 1957, art. 179); Formosa (Constitución de 1957, art. 140); La Pampa (Carta de 1960, art. 107) y Santa Cruz (Constitución de 1957, art. 140)”. 
Respecto a las Constituciones estaduales que omiten la autonomía municipal:

“Buenos Aires (Carta de 1934); Entre Ríos (Carta de 1933); Mendoza (Constitución de 1916, con diversas reformas) y Santa Fe (Carta de 1962)” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 153-154).

En los casos en que los municipios no se rijan por Cartas Orgánicas Municipales, lo harán por una ley, la Ley Orgánica de las Municipalidades sancionada por la legislatura provincial, imperando y ordenando a todos los municipios de la provincia por igual, sin distinción ninguna tal como si se tratara de instituciones homogéneas tanto en su territorio, población, economía, etcétera.


Retornando a las expresiones vertidas por Dana Montaño, haremos referencia a las autonomías política, financiera y administrativa, destacando su interdependencia y su indivisibilidad para que cualquiera de estas autonomías logren subsistir. Es inadmisible que un municipio que carezca de los recursos necesarios y convenientes (autonomía financiera)  disponga de autonomía política y administrativa. A su vez, la misma autonomía funcional o administrativa no puede permanecer íntegra y plena si no tiene como base una autonomía política y financiera, que la independice de la política y de la bolsa del gobierno del Estado (Hernández, 2003).
Cuando se hace referencia a la autonomía política, la doctrina municipalista de Korn Villafañe, doctrina a la que adhiero, “sostiene que el municipio, dentro de su esfera jurisdiccional, debe reproducir exactamente las pautas básicas que conforman la república representativa conforme a los contenidos de la Constitución federal” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 122).

Nuestra postura es que la Escuela Municipalista de La Plata cuando hace referencia a “la plena vigencia de la república representativa municipal” refiere al Poder Judicial, en la figura del juzgado de paz que debe constituirse como un tercer departamento del municipio (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007), queda inconclusa esta representatividad mientras un municipio no sea capaz de dictarse su propio sistema electoral. En el caso de los municipios de la provincia de Buenos Aires la elección de Concejales se realiza mediante un sistema de representación proporcional directo con piso o método del resto mayor (método Hare), esto es que el reparto de escaños se hace solo entre aquellas fuerzas que hayan obtenido una cantidad de sufragios igual o mayor al cociente, por lo tanto, están estableciendo una cláusula barrera. 

a Ley 5109, Ley Electoral de la Provincia de Buenos Aires, lo explica claramente en su capítulo XVI, artículos 109 y 110. Se dividirá el número total de sufragios por el número de candidatos que corresponde elegir, según los escaños a repartir. El cociente de esta operación será el cociente electoral; dividirá por el cociente electoral el número de votos obtenidos por cada lista, los nuevos cociente indicarán los números de candidatos que resulten electos en cada lista. Las listas cuyos votos no alcancen el cociente carecerán de representación; si la suma de todos los cocientes no alcanzase el número total de representantes que comprenden la convocatoria, se adjudicará un candidato más a cada una de las listas cuya división por el cociente electoral haya arrojado mayor residuo, hasta completar la representación con los candidatos de la lista que obtuvo mayor número de sufragios en la elección. En caso de residuos iguales, se adjudicará el candidato al partido que hubiere obtenido mayoría de sufragios. Cuando ningún partido político llegare al cociente electoral, se tomará como base el cincuenta (50) por ciento del mismo, a los efectos de adjudicar la representación. No lográndose el mismo, se disminuirá en otro cincuenta (50) por ciento, y así sucesivamente hasta alcanzar el cociente que permita la adjudicación total de las representaciones.

Así las cosas, si la población de un municipio de la provincia de Buenos Aires determina que la elección de sus legisladores debería realizarse mediante la aplicación del sistema de representación proporcional de divisor, particularmente el conocido como sistema D´Hont, no tiene la soberanía de llevarlo a cabo
. 

Por lo cual, en palabras de Salinas, nos encontramos con frecuencia que:

“Los legisladores deben lealtad al partido y no a la población. El partido que se impone en las elecciones tiene garantizado no sólo el ejercicio del Poder Ejecutivo, sino también la mayoría absoluta en el Concejo. Esto conduce a que los concejales oficialistas se limiten a aprobar las iniciativas del Poder Ejecutivo. Esta deficiencia se produce en la Argentina en parte por el ʻ voto sábana ʼ, que impide a los ciudadanos seleccionar a los candidatos de real valía por los que desean votar” (Salinas, 2000: 29).



Como tampoco asegura los mecanismos de democracia semidirecta como son los derechos de Consulta, Iniciativa, Referéndum, Revocatoria de mandatos y Plebiscito. Respecto a la descentralización, será abordado cuando tratemos la base territorial de los municipios de la provincia de Buenos Aires en Municipios-partidos.

Respecto a la Autonomía financiera la consideramos de una importancia tal que si se adjudicaran las otras cuatro autonomías a los municipios y se retuviera la capacidad de disponer de recursos propios y suficientes para cumplir sus fines propios, la autonomía en los otros ámbitos “será una mera exclamación o expresión de deseos” (Abalos, 2003: 41). La profesora mendocina propone “el reconocimiento de la capacidad impositiva municipal, y por ende, la facultad de creación de impuestos municipales” (Abalos, 2003: 41). 
En referencia a la base territorial en la conformación del Municipio, Vapñarsky utiliza una nueva tipología para hacer referencia a una terminología que en Argentina no hace referencia siempre a una, lo que él denomina, Áreas de Gobierno Local (AGL). Para ello la distingue en tres tipos:

“A. Municipio-ciudad, como en la provincia de Córdoba.

 B. Municipio-distrito, como en la provincia de Santa Fe.

 C. Municipio-partido, como en la provincia de Buenos Aires.” (Vapñarsky, 1996: 22).

Desarrollan en profundidad estos conceptos los profesores Zuccherino y Moreno Rithner cuando dicen:

1) Teoría del municipio-partido: Es una base territorial que en su mayor parte asume características de rural. En la ciudad principal, denominada cabecera de partido, se instala el municipio y en los núcleos de población restante una delegación municipal, cuyo titular es elegido por el intendente municipal del partido. Esto acrecienta aún más el centralismo.

2) Teoría del municipio-ciudad: Esta idea propone limitar la base territorial municipal al ejido
 urbano o hasta el lugar donde arriben los servicios públicos prestados por el municipio. La idea de municipio corresponde a lo urbano y, cuando mucho, a lo suburbano. Los despoblados son quitados del imperio del municipio para ser sometido a la esfera del gobierno estadual, privando así a la institución municipal no sólo de base geográfica, sino también de recursos tributarios nada despreciables.

3) Teoría del municipio-distrito: Esta tesis propugna integrar lo urbano, lo suburbano y lo rural dentro de la base territorial municipal. El municipio se localiza en la ciudad predominante, en tanto en todos los núcleos poblacionales sometidos a su esfera de influencia coloca una comuna, conducida por una comisión vecinal elegida por el pueblo. De esta forma se dota al municipio de mayor representatividad, descentralización y participación popular. (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007).
Prosigue con el análisis el Dr. Hernández cuando señala que:

"[…] existen dos sistemas principales en el derecho comparado: el municipio de ejido urbano o de villa, en que la competencia alcanza solamente a lo urbano, y el de tipo condado, departamento o distrito, en que ella comprende áreas urbanas y rurales, no quedando parte alguna del territorio estatal sin estar sujeto a la competencia local. Sin embargo, en algunas legislaciones se insinúa un sistema mixto, que partiendo del primero citado, amplía la competencia sobre la base de futuras prestaciones de servicios públicos o crecimiento de las ciudades". (Hernández, 2003: 365).

Avanza en el mismo sentido al compartir con Caplan, Lamas y Meehan, que: 

"el primer sistema presenta como aspectos positivos: la adecuación al concepto tradicional de municipio vinculado a las relaciones de vecindad; permite precisar el ejercicio de las competencias propias municipales; no subordina los centros urbanos menores a la ciudad cabecera asiento del gobierno local y tiende a preservar la autonomía de los municipios, al evitar que puedan ser considerados como meras delegaciones operativas o administrativas.

El segundo sistema también tiene como aspectos positivos: una mejor correspondencia con el proceso de planeamiento y el cumplimiento de fines con otras entidades estatales; permite que el financiamiento de los servicios se efectúe también con quienes residen en zonas circundantes y evita que se realicen actividades marginales a los centros urbanos atentatorias al poder de policía o financiero municipal" (Hernández, 2003: 365-366).

Nuestra visión propicia el abandono del sistema vigente del municipio-partido, adoptando el de municipio-distrito con el propósito de atender a “la democracia participativa al instalar en cada pueblo o ciudad no cabecera una comuna compuesta por una comisión vecinal electiva” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 63). O como afirma Escolar "[…] un estado futuro, pequeño, transparente, eficiente, fundado en la participación ciudadana y eficaz para resolver los problemas de los vecinos; un estado ‘descentralizado’" (Escolar, 1996: 157).

Durante la década de 1980 los países Latinoamericanos experimentaron un proceso de transición a la democracia, denominado por Huntington la tercera ola democratizadora. Simultáneamente se produjo una tendencia política de descentralización que significó la progresiva expansión del desempeño de los gobiernos locales en la participación del sistema político. Por lo tanto, la descentralización, a decir de Pírez, se introdujo en la agenda política vinculada a la "disminución de los aparatos-funciones-recursos" del Estado Nacional, transfiriendo funciones a los Estados locales (Pírez, 1996: 179). Es tomada como un concepto, pero debe ser considerada, sobre todo, como un proceso que no tiene una significación única. Por lo cual "la descentralización no constituye un fin sino un medio para el logro de finalidades" (Pírez, 1996: 190). Sin embargo, Magri y Huete sostienen que esta descentralización territorial transfirió competencias políticas al plano municipal, descomprimiendo el conflicto en el nivel central trasladándolos hacia gobiernos del ámbito local (Magri y Huete, 2011).

Continúa con el desarrollo de este proceso de descentralización, pero ahora respecto a los servicios. Según Pírez el municipio debe convertirse en un flujo de doble entrada y salida, con un intercambio fluido de información de opiniones, impugnaciones e iniciativas con los vecinos (Pírez, 1996: 190). Donde la población debe poder acceder al control de los servicios y así poder involucrarse en las decisiones al respecto  (Pírez, 1996).
Ahora bien, ¿Qué se entiende por municipio?, ¿De qué manera se gobierna?, ¿Es realmente efectiva la proximidad de la ciudadanía con el gobernante? Ya hemos hecho referencia a los distintos tipos de autonomías, es el momento de detenernos y desarrollar más acabadamente estos conceptos, es el propósito del siguiente capítulo.

Capítulo II

Gobierno Local


Abordar a las ciudades argentinas desde el conocimiento científico es un desafío que ha sido recorrido profusamente, sin embargo en la provincia de Buenos Aires persiste una estructuración que se podría calificar de anacrónica. Esta indagación Hernández la realiza desde el municipio, es decir, desde la ciudad jurídicamente organizada; como vimos, el municipio ha organizado desde siempre sus órganos de gobierno. 


Para el Doctor en Derecho y Ciencias Sociales Pedro Pírez, "la municipalidad puede ser definida de tres maneras distintas:

1. Se trata de un territorio determinado. En la Argentina es una parte de un territorio provincial legalmente recortado o definido dentro de éste como ámbito (territorial) de una unidad gubernamental local.
2. Es una sociedad local, que en ese territorio, se diferencia dentro de la sociedad nacional. Es así el conjunto de grupos y clases de sus relaciones económicas, sociales, culturales y políticas.
3. Se trata de un ámbito gubernamental o, más precisamente, de un aparato gubernamental que corresponde al ámbito más descentralizado de la organización estatal argentina, el más vinculado con la vida cotidiana de la población y, por eso mismo, el que parece más accesible o cercano en la relación entre los gobernantes y la población. (Pírez, 1991: 11-12).
Es oportuno definir una serie de conceptos que Abalos emplea en su trabajo

"Por ‘municipio’, en general se reconoce a la ‘comunidad local autosuficiente’, distinguiendo este término de ‘municipalidad’ que supone la expresión institucional revestida de poder estatal, de la organización de los servicios e intereses que se administran y gobiernan en un municipio" (Abalos, 2003: 7).

Cita a Rosatti extractando que:

"[…] la ciudad es […] una realidad social, territorial, económica y política; el municipio es una realidad que surge por el reconocimiento atributivo de caracteres jurídicos (status jurídico, competencia, etcétera) a aquellos elementos sociales, territoriales, económicos y políticos, y la municipalidad es la representación institucional del municipio" (Abalos, 2003: 7-8).

Corresponde analizar cómo están divididas las provincias, pues esto incumbe de manera directa al régimen municipal. Pírez contribuye con sus comentarios al decir:

"Territorialmente las provincias están divididas en departamentos (o partidos como los denomina la Constitución de la Provincia de Buenos Aires) que tienen importancia sobre todo administrativa. Sin embargo, son relevantes porque vinculan con el régimen municipal […] existen dos formas fundamentales de organización municipal desde el punto de vista de su vinculación con el territorio: a) como gobiernos locales cuyo territorio o jurisdicción corresponde con la división en departamentos, independientemente de la cantidad de población que allí se encuentre y de su aglomeración en una o más localidades urbanas o rurales […]; b) como gobierno local de localidades o asentamientos humanos, independientemente de su cantidad en cada departamento. En estos casos ciertos territorios provinciales, no corresponden a ningún municipio, no tienen gobierno local […]" (Pírez, 1991: 12-13).
Los municipios tienen dos tipos de autoridades. Previene Pírez que "con algunas diferencias. Por una parte un ejecutivo unipersonal con el nombre de intendente, por la otra un legislativo colectivo, con el nombre de Concejo Deliberante […] ambas autoridades son elegidas popularmente […] Dentro de las autoridades municipales deben incluirse los juzgados de faltas […]" (Pírez, 1991: 15).

Recurrimos a la claridad de Pírez para interpretar correctamente el concepto de gobernabilidad urbana y nos dice que es la capacidad del gobierno local de orientar y conducir los procesos (de configuración y funcionamiento) urbanos de manera de dar respuesta a las necesidades de la población y de las actividades económicas (Pírez, 2001).


Continuando con el razonamiento desplegado por Pírez dice que el gobierno de la ciudad es un conjunto de relaciones políticas entre los diferentes actores de la ciudad y sus representantes. De estas articulaciones emanan  normas que regulan acciones y relaciones en la ciudad, funciones económicas, como promoción y orientación de actividades, o sociales en la reproducción de la fuerza de trabajo. Se indica la orientación que, desde el poder estatal, se da a la sociedad local urbana" (Pírez, 2004).


Antes de seguir con el análisis, detengámonos un momento en lo que dice la Constitución Nacional en su artículo 121:

"Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución, al Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación".

Hemos traído a colación este artículo pues asegura Pírez que: 

"la Constitución Nacional no identifica los papeles estatales en el desarrollo urbano […] Serían parte, entonces, de los llamados poderes concurrentes que pueden ser ejercidos tanto por el nivel federal como por las provincias. En ese sentido, debe tenerse presente que el nivel municipal integra los sistemas provinciales" (Pírez, 1991: 18).

Vimos como Sabsay, García, Nápoli y Ryan han definido autonomía, estableciendo que el municipio tiene poder propio y originario para darse su propia ley y regirse por ella. En otro orden de cosas Borja, Jordi y Castelles postulan que la autonomía es la capacidad de autoorganización con competencias exclusivas y específicas y, además, de disponer de los recursos propios. Respecto al principio de proximidad sostiene que:
"El principio legitimador de la autonomía es el de la proximidad, lo que permite establecer una relación directa e inmediata de la organización representativa y la estructura administrativa con el territorio y la población" (Borja, Jordi y Castelles, 1996: 151).


Una ciudad o municipio autónomo debe ser capaz de poder gestionarse, recurrimos nuevamente a Pírez para que nos precise el concepto de gestión de la ciudad o gestión urbana:

"Es el conjunto de procesos dirigidos a articular (utilizar, coordinar, organizar, asignar) recursos (humanos, financieros, técnicos, organizacionales, políticos, naturales) para generar las condiciones que permitan producir, hacer funcionar y mantener la ciudad, brindando a las actividades económicas y a la población los satisfactores para sus necesidades. La gestión es una actividad político-técnica es, explícitamente o no, parte de una política de gobierno e implica una orientación de procesos urbanos que supone decisiones sobre intereses, a la vez que depende de un adecuado manejo instrumental (técnico) para el logro de sus objetivos" (Pírez, 1994: 55).

Amplía el mismo investigador diciendo que:

"El municipio es el encargado de la regulación del desarrollo interurbano […] Esto significa asuntos de ornato, sanidad, seguridad, tránsito, zonificación y planes reguladores, servicios públicos y reglamentación local de las normas provinciales sobre suelo, reglamentación y control de la construcción de obras públicas y privadas en sus territorios y de su conservación […] se hace cargo de ciertos servicios locales, en particular recolección de basura e higiene urbana, alumbrado público, abasto de la ciudad, cementerios y otros análogos, y de los servicios de fomento y conservación, realización y mantenimiento de obras (calles, desagües, veredas, alumbrado, etc. ) […] La salud y la educación públicas son servicios prestados por las provincias, salvo en algunos casos: las atenciones primarias y periféricas en la primera, y ciertas actividades no curriculares en la segunda, que suelen ser realizadas por las municipalidades. […] El transporte de personas dentro de los municipios corresponde a las municipalidades. […] También ejercen funciones vinculadas con el medio ambiente local, como regulación y control de actividades contaminantes y otras" (Pírez, 1991: 21-22).

Borja y Castelles identifican "tres elementos clásicos en los que se basa el gobierno local: población, territorio y organización". Sin embargo estos elementos ya no los definen categóricamente pues las grandes ciudades se han transformado en un territorio que no coinciden con lo diseñado histórica y legalemente (Borja y Castelles, 1996).  Desarrollan con claridad la siguiente conjetura, que los gobiernos locales no deben ser regidos por una legislación uniforme. Ciudades con características propias respecto a su tamaño, población, actividades, recursos humanos, económicos, políticos, sociales o técnicos van a requerir de una normativa que contemplen estas particularidades, de esta manera garantizar la eficacia de las mismas (Borja y Castelles, 1996).  Manifiestan que "lo que es seguro es que no se puede hacer nueva política y asumir más competencias manteniendo viejas estructuras organizativas y procedimientos pensados más para controlar que para actuar" (Borja y Castelles, 1996: 161).  

La tesis reciente de Adrián Bennardis, citada por Andrenacci "propone que las formas que toma la gestión municipal son consecuencia de tres variables: el marco jurídico-institucional del municipio; sus recursos económicos y financieros; y las prácticas político-partidarias" (Andrenacci, 2001: 5).


La autonomía municipal es de dos tipos, afirma Hernández: plena y semiplena.  

"La primera corresponde a los municipios que tienen los cuatro aspectos o fases de la autonomía: institucional, política, administrativa y financiera. La segunda es la perteneciente al resto de los municipios, que sólo tienen tres aspectos o fases de la autonomía municipal: política, administrativa y financiera" (Hernández, 2003: 331-332).

Por lo tanto, es necesario distinguir en profundidad cada una de las diferentes autonomías.

I La autonomía Institucional


¿Qué sostienen las distintas escuelas municipalistas en Argentina al respecto?

Aquí, básicamente, nos encontramos con dos posturas:

· Una defensora de la autonomía municipal. La Escuela Municipalista de La Plata.

· La otra encargada de patrocinar la autarquía municipal. La Escuela del Litoral.

La autonomía es una voz que proviene del griego y significa "potestad que dentro de un Estado tienen municipios, provincias, regiones u otras entidades, para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios"
. Especifica Abalos que en la autonomía prevalece lo político  mientras en la segunda la idea central es lo administrativo" (Abalos, 2003).

Korn Villafañe, fundador de la Escuela de La Plata, considera que los gobiernos municipales deben ser en nuestro país repúblicas representativas (Hernández, 2003).

Autarquía es una voz que proviene también del griego y significa "autosuficiencia; política de un Estado que intenta bastarse con sus recursos propios"
. El Dr. Bielsa sostiene que "[…] los municipios son cuerpos administrativos" (Bielsa, 1930: 34). Por lo tanto, entre los administrativistas ha predominado la posición de Bielsa, y en consecuencia sostienen el carácter de autarquía territorial como naturaleza jurídica del municipio los siguientes autores: Marienhoff, Villegas Basavilbaso, Fiorini, Diez, etcétera. Profundizaremos el tema mencionando la posición que sostiene Marienhoff sobre el particular: 

“[...] significa que el ente tiene atribuciones para administrarse a sí mismo, pero de acuerdo a una norma que le es impuesta. Marienhoff define a la persona autárquica como toda persona jurídica pública estatal que, con amplitud legal para administrarse a sí misma, cumple fines públicos específicos” (Hernández, 2003: 326).

Cuando hacemos referencia a la autonomía institucional, principalmente, hacemos referencia a la capacidad que dispone el municipio del dictado de su Carta Orgánica Municipal, equivalente al poder constituyente de tercer grado. 

Sin embargo, el Dr. Bielsa sostenía en 1930 que:

"[…] el artículo 5 de la Constitución nacional ha impuesto a las provincias el deber de asegurar el régimen municipal y las provincias dictar las leyes orgánicas de municipalidades, etc., han establecido no la autonomía municipal, sino y más bien un régimen de descentralización administrativa que constituye la «autarquía territorial», concepto que responde a la definición de que la Suprema Corte ha dado al decir: «que las municipalidades no son más que delegaciones de los poderes provinciales, circunscriptas a fines y límites administrativos que la Constitución ha previsto como entidades del régimen provincial»" (Bielsa, 1930: 52).
Dana Montaño, Bernard y Mouchet forman parte de una corriente de pensamiento donde sostienen “que sólo es autónomo el municipio de convención, esto es, el que tiene el ejercicio del poder constituyente de tercer grado y en función de esta facultad puede dictarse su propia carta orgánica” (Zuccherino y Moreno Rithner, 2007: 144).

En el mismo sentido Hernández sostiene la existencia de los llamados Municipios de convención o de carta que son los que se dictan sus propias cartas orgánicas. Define la carta orgánica como "[…] una Constitución local, resultado del ejercicio de una especie de poder constituyente de tercer grado. (Hernández, 2003: 140). Amplía la información exponiendo que:

"En consecuencia, existen en la actualidad ciento ocho cartas orgánicas municipales vigentes, en trece provincias. Además de la continuidad de este proceso en algunas de dichas provincias, se lo debe iniciar en las de Chaco, Formosa, La Pampa, Santa Cruz y Tierra del Fuego, que también han reconocido el aspecto institucional de la autonomía municipal". (Hernández, 2003: 145).

Especificamos más arriba que en los casos en que los municipios no se rijan por Cartas Orgánicas Municipales, lo harán por una ley, la Ley Orgánica de las Municipalidades sancionada por la legislatura provincial, imperando y ordenando a todos los municipios de la provincia por igual, sin distinción ninguna tal como si se tratara de instituciones homogéneas tanto en su territorio, población, economía, etc. Manifiesta Abalos con la misma aproximación que:

 "la autonomía municipal semiplena no reconoce la autonomía en el orden institucional, es decir, no poseen capacidad de dictarse su propia carta orgánica, sin perjuicio de ostentar autonomía en los demás ámbitos, aunque con matices. En este grupo podemos incluir a las Constituciones de Mendoza (1916), Entre Ríos (1933), Santa Fe (1962), Tucumán (1990) y Buenos Aires (1994), las cuales confieren al poder legislativo provincial la facultad de dictar la ley orgánica que regirá a los municipios" (Abalos, 2003: 24).


En nuestra opinión consideramos que son varios los aspectos que caracterizan a las normas que rigen a los gobiernos locales. Una está ligada a la flexibilidad de la reforma. El procedimiento de reforma de una ley provincial va a requerir de una articulación entre factores de poder mucho más numerosos y con intereses muchos más disímiles que si se pretende modificar una Carta Orgánica Municipal. Esta afirmación queda evidenciada en los ejemplos contemplados en este trabajo, ya que mientras en la ciudad de Puerto Madryn y de Trelew las cartas orgánicas fueron modificadas dos veces, la Ley Orgánica de las Municipalidades de la provincia de Buenos Aires rige desde el año 1958 y en la actualidad se está planteando su modificación. La segunda al reconocimiento de ciudadanía, pues el reconocimiento en la participación de los asuntos públicos podría revertir la anomia y el desinterés de la ciudadanía dejándolos de considerar como temas que no les pertenecen. Y la tercera a la singularidad propia de cada lugar, donde se hará hincapié a la regulación en problemáticas puntuales que afectan al territorio y a su población.
II La autonomía Administrativa 


Importa la posibilidad por parte del municipio de la prestación de los servicios públicos y demás actos de administración local sin interferencia de autoridad de otro orden de gobierno, en nuestro caso, del gobierno provincial. Como publica Hernández a cuestiones tales como servicios públicos, obras públicas, poder de policía, organización administrativa, etcétera.  Cita:

"El fallo de la Corte Suprema en el caso “Rivademar”  sentenció que las provincias no pueden privar a los municipios de las atribuciones mínimas necesarias para el desempeño de su cometido, ‘entre las cuales resulta esencial la de fijar la planta de su personal, designarlo y removerlo’. En este aspecto de la autonomía administrativa, también es muy profunda la tarea de rescate de competencias que deben efectuar los gobiernos locales, aunque ella se verá facilitada por el proceso de descentralización en marcha". (Hernández, 2003: 346).

El Dr. Hernández cita al profesor Jellinek que considera que el Estado tiene dos tipos de descentralización administrativa: 1) los límites exteriores hasta los cuales puede extenderse la descentralización administrativa sin destruir la unidad del Estado, y 2) que consiste en administración pública mediante personas que no están unidas por una relación de servicio permanente, profesional, con las asociaciones públicas cuya administración les está encomendada" (Carello, Hernández, et al, 2010).

Relaciona la autonomía administrativa con la política ya que ubica al municipio dentro de esta segunda clase. Agrega que quien disocie la autonomía administrativa del círculo de lo político desconoce que todos los conceptos jurídicos de la vida pública han nacido de lo político y que, en general, el Estado es exigido para fines prácticos. "No hay concepto fundamental alguno del derecho público que no proceda de la lucha y victoria de alguna exigencia política " (Carello, Hernández, et al, 2010: 46).

Por lo cual, podemos formular que la autonomía administrativa es la facultad de producir sus organigramas organizativos y de manejar su competencia en materia municipal y la posibilidad por parte del municipio de la prestación de los servicios públicos y demás actos de administración local sin interferencia de autoridad de otro orden de gobierno, en nuestro caso, del gobierno provincial. O sea, destruir la consideración de los municipios como meras oficinas administrativas del poder central.  

Es así que Andrenacci esgrime lo contemplado en la Ley 11.685 de 1995 que habilita a los Intendentes a reorganizar las estructuras administrativas suprimiendo, transformando, escindiendo y fusionando unidades organizativas. Con la posibilidad de flexibilizar la estabilidad del empleo del personal mediante las figuras de disponibilidad, jubilación obligatoria, retiro voluntario y pasividad anticipada (Andrenacci, 2003).


No podemos dejar pasar por alto la Ley provincial de emergencia administrativa donde este Estado incrementa exponencialmente su injerencia en asuntos municipales, siempre que estos adhieran a la Ley dispuesta por Ordenanza adoptada por mayoría simple de los miembros de sus Departamentos Deliberativos. 



El tema controversial que domina la agenda mediática e institucional es: la inseguridad. Debido a ello los municipios asumen una nueva tarea, que no le es propia, pero que la ciudadanía demanda, la creación de la policía municipal. Esto se traduce en mayor presión para las Comunas. Es importante dejar bien diferenciado dos institutos que suelen confundirse, estos son: policía y poder de policía. María López Ghío cita a González Calderón cuando afirma:

"[…] con ‘policía se alude a la función administrativa que tiene por objeto la protección de la seguridad, ejercida por el órgano ejecutivo. En cambio la expresión ‘poder de policía’ se refiere a la potestad atribuida por la Constitución al Congreso a los fines de reglamentar el ejercicio de los derechos de los habitantes […] la mencionada potestad […] aparece como un instrumento inherente a todo gobierno y, por ende, al gobierno municipal […] En el ámbito local, el poder de policía es ejercido en forma directa por los municipios que gozan de autonomía, en virtud de su poder constituyente de tercer grado. En el caso de los gobiernos municipales carentes de autonomía plena, el poder de policía les es conferido como una atribución delegada por las provincias" (López Ghío, 2008: 18).

III La autonomía Política


En principio debemos considerar que la gestión urbana no se determina a través de una lógica racional-burocrática, sino que admite la selección de distintas alternativas, tomar decisiones respecto a temáticas particulares, con intereses que entran en tensión de una forma especial, con los desacuerdos propios y conflictos que si bien son parecidos, muchas veces distan entre una sociedad urbana y otra.


El orden político, confirma Gutiérrez, no sólo entraña la facultad de elegir autoridades propias, organizar y desarrollar su propia vida política sino que:

"también implica la posibilidad de poder optar entre diferentes formas de gobierno local, distintos sistemas electorales, mayor o menor participación ciudadana, de decidir no sólo en la elección sino también en la destitución de los funcionarios locales como también participar del proceso de elección de autoridades gubernamentales no municipales pero esencialmente vinculadas con las cuestiones  locales". (Carello, Hernández, et al, 2010: 46).
En su libro, Hernández cita a Joaquín V. González respecto a la trascendencia que implica la profundización de la democracia como régimen político. Exige la democracia local como condición necesaria, ya que los municipios son los primeros teatros en que los hombres ejercitan sus derechos y por tanto ellos deben constituirse en las escuelas sociales de la democracia.

"el fortalecimiento del municipio como escuela de participación ciudadana, estamos sentando las bases de una verdadera escuela social de la democracia. El federalismo tiene base municipal y el futuro de la democracia argentina está indisolublemente ligado a municipios autónomos y vigorosos, que sean los primeros teatros donde el hombre ejercite sus derechos" (Hernández, 2003: 152).
Como hemos referido, la participación ciudadana se consuma cuando la ciudadanía forma parte activa de los asuntos de la res publica, de la cosa pública en los procesos de toma de decisión. Para ello se han instituido en la Constitución Nacional, reformada en el año 1994
 sin que ello haya causado efecto alguno hasta el momento.

Esto trae aparejado concebir al ciudadano como un verdadero artífice de su propio destino, y de los municipios, la unidad político-administrativa receptora directa de los problemas, como así también de las iniciativas que apunten a su solución, lo que es nada más ni nada menos que la verdadera función a la cual fueron destinados.

Cabe destacar, como lo señala el Dr. Sabsay, que encontramos textos constitucionales como vanguardia en la introducción de procedimientos participativos, así el art. 192 de la constitución de Buenos Aires de 1934, que introducen el mecanismo del referéndum dentro del proceso de reforma constitucional (Sabsay, 2007).
Entre las formas de la democracia directa o semidirecta cabe mencionar: el referéndum, el plebiscito, la iniciativa popular, el veto popular, la consulta popular, la revocatoria o recall. Pero los más difundidos en el ámbito local, y en los cuales nos detendremos, son el referéndum, la iniciativa y la revocatoria o recall. Aludiremos brevemente, ya que serán tratados en el apartado correspondiente, que la Carta Orgánica de Puerto Madryn, además de reconocer todas las formas de participación semidirecta, asigna una banca en el Concejo Deliberante con derecho a intervenir a el/la vecino/a por sí o en representación de una organización o institución para exponer proyectos o asuntos de interés general. Es interesante el cotejo con la Ley Orgánica de las Municipalidades
 de la provincia de Buenos Aires, esta contempla en su texto la integración de la Asamblea de Concejales y Mayores Contribuyentes, cuya función es la de sancionar las Ordenanzas Impositivas y la determinación de los recursos y gastos de la Municipalidad.

Sin embargo, el siglo XX se ha caracterizado por la ampliación de derechos de la ciudadanía y de brindarle la oportunidad a la población a tomar una participación activa en los asuntos de gobierno. Uno de los instrumentos que, algunos municipios recurren y otros todavía están en etapa de análisis, es el presupuesto participativo. A decir de Sabsay, este "Es un procedimiento que permite participar a la ciudadanía, opinando sobre la aplicación de los fondos públicos y controlando las rendiciones, asegurando que sus prioridades serán tenidas en cuenta" (Sabsay, 2007: 15). 


La aplicación de este tipo de presupuestos ha sido recomendada por la Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales, auspiciando así procesos de participación ciudadana en la elaboración de los presupuestos municipales (Blanco Fillola, 2002). 

Otra forma de participación social es la adopción de planes estratégicos. Esta se lleva a cabo mediante un modelo de implementación conocido como bottom-up, que tiene origen en la base de la estructura de la organización social. Este es un modelo que revirtió el sentido de las decisiones adoptadas particularmente en la década de 1990. En este modelo se complejiza la elaboración de las políticas públicas. Se propicia la acción conjunta y coordinada de todos los actores para lograr la adhesión colectiva de la población, y que se sienta a un proyecto futuro como propio (Borja y Castelles, 1996). 

Estos autores definen al plan Estratégico como:

"[…] un proyecto de ciudad que unifica diagnósticos, concreta actuaciones públicas y privadas y establece un marco coherente de movilización y de cooperación de los actores sociales urbanos […] este es un contrato político entre las instituciones públicas y de la sociedad civil" (Borja y Castelles, 1996: 165).

Es en un sentido más amplio de participación ciudadana y de prácticas de co-gestión. El nivel de participación de la sociedad civil en las políticas e iniciativas locales puede analizarse, según los diversos modelos de gestión local. A decir de Altschuler, dado que toma datos proporcionados por Arroyo en su trabajo, que indica que existe una mayoría de municipios cuya gestión es totalmente centralizada, en el sentido de que no incorporan organizaciones sociales y económicas locales en la gestión del desarrollo productivo. De allí que concluye diciendo que la proximidad del gobierno local respecto del territorio y el menor tamaño de la población no afirman el principio de proximidad. Sino que en muchos casos, por el contrario, en los municipios más pequeños, el nivel de articulación del gobierno con las organizaciones existentes en el territorio es muy bajo o nulo. En los casos en que sí se da esta relación, generalmente se trata de prácticas tradicionales, asociadas al clientelismo o el asistencialismo". (Altschuler, 1006). 
Según Cardarello la participación ciudadana y el principio de proximidad son dos de las ideas centrales alrededor de las cuales suelen acoplarse las teorías políticas y constitucionales respecto al régimen local. En ellas la institución municipal es considerada como una fórmula político-administrativa en la que se articulan, simultáneamente, la prestación de servicios a los ciudadanos y la representación de estos. (Cardarello, 2011).

Respecto a los sistemas electorales locales, Cardanello manifiesta que hay cierta literatura referida a la temática que asegura que estos sistemas electorales en donde la población local se identifican con los mismos, suscitará una participación electoral más alta o una menor abstención electoral, legitimando así a las autoridades locales electas (Cardarello, 2011: 92).

Sin embargo hay investigadores que sostienen que esta visión no se ajusta del todo a la realidad. Señalan que la participación electoral es menor en las elecciones locales si se las compara con otros niveles. Que la supuesta proximidad de la administración local no genera automáticamente una mayor información de los vecinos acerca de su gestión (Cardarello, 2011: 92).

Como puede advertirse, en numerosos países Latinoamericanos, se registra un gradual afianzamiento de su autonomía política y en algunos casos también económica de los gobiernos locales. Sin embargo en Argentina "la regulación de las elecciones municipales varía de acuerdo con la ley municipal sancionada por cada provincia" (Cardarello, 2011).

Para la elección del Concejo Deliberante o Poder Legislativo municipal en América Latina una amplia mayoría utiliza el sistema de representación proporcional, por lista, de acuerdo con el método de divisor o D´Hondt" (Cardarello, 2011). Esto significa que en la provincia de Buenos Aires, por lo antes expuesto, se favorece a los partidos mayoritarios, ya que la banca en disputa va a ser apropiada por el partido que haya obtenido más cantidad de votos, rompiendo la tendencia en Argentina de favorecer la multiplicidad de partidos, es decir ampliar los derechos de ciudadanía.  En la mayoría de los países latinoamericanos el poder del Ejecutivo es muy superior en sus prerrogativas al del Legislativo y esto produce una infravaloración implícita hacia el rol del legislador municipal" (Cardarello, 2011).

El régimen electoral en la provincia de Buenos Aires establece que  las elecciones se practicarán en el mismo acto en que se elijan los senadores y diputados de conformidad con lo establecido en la Ley Electoral. No obstante la provincia adhirió a la Ley 15.262 – Ley de simultaneidad. Esta aceptación exhibe en las elecciones ejecutivas boletas partidarias que son imponentemente extensas. Las elecciones así suelen ser traccionadas por la elección al cargo de presidente. Sin embargo, las elecciones legislativas del año 2009 se caracterizó por la presentación de autoridades en funciones ejecutivas como candidatos a cargos legislativos, esto fue popularmente conocido como "candidatos testimoniales". La intención fue la de obtener el triunfo electoral y, una vez lograda la victoria, no asumir el cargo para el cual había sido recientemente electo. De ello, resulta la incorporación en la Carta Orgánica de Puerto Madryn del  artículo 157º que obliga a todo/a funcionario/a público/a municipal elegido/a por voluntad popular deberá cumplir al menos la mitad del mandato para el cual fue electo/a, por lo que se encuentra inhabilitado/a para postularse para otro cargo electivo antes de finalizado dicho plazo.

Hicimos referencia al clientelismo o asistencialismo al tratar el tema de principio de proximidad y de participación ciudadana, este punto es importante destacar, ya que es uno de los supuestos fundamentales de este trabajo, cuando se comparan dos municipios de la provincia del Chubut con dos municipios de la provincia de Buenos Aires, pero esencialmente del conurbano bonaerense. Auyero lo expone claramente: 

"intentamos interpretar las culturas políticas de los pobres urbanos […] implica situarnos en la posición y en el conjunto de relaciones desde las cuales las prácticas, las evaluaciones y las creencias ‘clientelares’ son construidas, e intentar entenderlas desde el punto de vista de esta ubicación […] resolución de problemas vía la mediación de política personalizada" (Auyero, 2001: 168).
Continúa su observación sosteniendo que lo que parece, visto desde fuera, como manipulación de personas cambiando derechos por favores, quienes cotidianamente reciben recursos vitales no perciben el lazo con el mediador como una relación de poder. "Para ellos, el clientelismo es una práctica habitual, quedando vedada así la postura de espectador sobre esas relaciones de poder" (Auyero, 2001: 169).
En este sentido Andrenacci amplía y coincide con Auyero en que el clientelismo es un sistema de intercambio asimétrico anclado en lealtades personalizadas. "Contribuye así a la consolidación de estructuras neoclientelares territorializadas. Paradójica confluencia entre lo supuestamente arcaico y lo aparentemente novedoso" (Andrenacci, 2003: 15). 

IV La autonomía Económica

La función económica de los municipios tiene múltiples consecuencias, sostiene Hernández que "debe además fortalecerse la autonomía económica local, por dos tendencias que se afirman […]: la integración, incluso supranacional y la descentralización" (Hernández, 2003: 347).

Si los municipios no disponen de autosuficiencia  en el plano de los recursos difícilmente puedan, además, disponer de recursos para el diseño de políticas públicas propias. Esto trae aparejado, según Maurich, tensiones que derivan en lo político partidario dentro del municipio:

"La desterritorialización de la política pública (programas centralizados y focalizados) colisiona frontalmente con la política partidaria interna, que intenta mantener gran autonomía a través de los recursos del Estado municipal […] un rasgo central de las instituciones y procesos locales en América Latina: la debilidad estructural del municipio derivada de sus déficits económico-financiero de recursos humanos y, en términos generales, de su escasa autonomía como eslabón inferior de la organización territorial del Estado
" (Maurich, 2005: 197-198).
Continúa su escrito afirmando que los gobiernos locales han quedado subsumidos a las decisiones de los gobiernos provinciales y/o nacionales. Además, hay que agregarle a esta situación el direccionamiento del desarrollo local por medio de los requisitos establecidos por los organismos internacionales a través de la financiación de programas (Maurich, 2005: 198).
La devastación ocasionada por el retiro del Estado interventor en la economía social ha sido la pauperización y la precarización en las condiciones laborales de la población, en este sentido, significa Andrenacci que el municipio se ha tenido que hacer cargo de la política social. Al no disponer de recursos esta se efectúa a través de programas asistenciales cofinanciados por la nación, la provincia y los organismos internacionales. Al Estado municipal se le han transferido cada vez más funciones sin el debido traspaso de los recursos. Es así como "el municipio pierde un rol de sujeto autónomo de política social, en el caso del Gran Buenos Aires, los municipios se han convertido en ámbito de aplicación de programas que dependen del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires" (Andrenacci, 2003).

Como se viene sosteniendo a lo largo del trabajo, el siglo XX ha sido un siglo de grandes transformaciones. En este apartado indicaremos muy brevemente, ya que excedería el propósito del texto detenernos en este punto, que luego de la Segunda Guerra Mundial los países industrializados comenzaron a utilizar "la noción de desarrollo, utilizándola como categoría de análisis válida para todos los procesos de industrialización […]" (Arocena, 1995: 28). Amplía su conceptualización exponiendo la frase small is beautiful, donde se inserta una cierta ideología de lo "pequeño" y "lo local" que sustituyó los grandes proyectos de los gigantescos polos industriales" (Arocena, 1995).

En el mismo sentido Borja recurre a célebre Tocqueville cuando liga el desarrollo de la democracia moderna a la potenciación de los poderes locales. "La forma de ser del Estado democrático es la articulación de poderes locales según el principio de que todo lo que pueda decidirse y gestionarse a un nivel inferior no debe hacerse a un nivel superior" (Borja, 1987: 1).

De esto se vincula el desarrollo local con lo tratado ut supra con el plan estratégico que cada municipio implementa o está en vías de implementar. Se explayan sobre el tema Borja y Castelles donde explican que El plan estratégico es una herramienta de planificación integral para el desarrollo económico y social de su territorio. Se elabora a partir del análisis de la situación actual y de sistemas participativos de fijación de objetivos. (Borja y Castelles, 1996).

Debido a las características del trabajo es substancial emprender la problemática que traen aparejada los fenómenos metropolitanos. Los municipios bonaerenses observados forman parte, junto a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otros municipios del conurbano bonaerense, el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA)
. 

Dicen en el texto el Dr. Sabsay, García, Nápoli y Ryan:

"Las aglomeraciones urbanas son el resultado de procesos de crecimiento económico y demográfico, que han generado la concentración en espacios urbanos donde las actividades y las expectativas de crecimiento económico y mejores condiciones de vida son mayores, esta circunstancia ha causado graves problemas de desequilibrios territoriales, sociales y ambientales. La realidad económica, social y cultural de los conglomerados metropolitanos desborda los límites de la ciudad entendida como municipio, transformándose en una realidad territorial no contenida por los órdenes jurídicos locales." (Sabsay et al, 2002: 13).



Como especifica Pírez:

"El criterio territorial-formal de organización estatal ha sufrido una ampliación cuando la reforma constitucional de 1994 incorporó las regiones. El nuevo artículo 124 de la CN establece que ‘las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines [...]’. La formulación constitucional parece limitar esta excepción para algunos casos. Sin embargo, se trata de una innovación importante, en particular, más allá de que el artículo 124 no posibilita una nueva organización gubernamental diferente de la de las provincias, sino una entidad ‘interprovincial’". (Pírez, 2001: 3).

La Constitución de la provincia de Buenos Aires, no reconoce la capacidad de que los municipios se asocien con otros niveles de gobierno, sí establece en el artículo 192, inciso 8 que: "Son atribuciones inherentes al régimen municipal, las siguientes: Constituir consorcios de municipalidades y cooperativas de vecinos a los fines de la creación de superusinas generadoras de energía eléctrica."


Sin embargo la Ley Orgánica de las Municipalidades (Decreto-Ley 6769/58), amplía la capacidad de asociación de los municipios, ya que en su artículo 41º que: "Corresponde al Concejo autorizar consorcios, cooperativas, convenios y acogimientos a las leyes provinciales o nacionales." Pero a continuación en su articulo 42°: "Las vinculaciones con la Nación surgidas por la aplicación del artículo anterior, necesitarán previa autorización del Gobierno de la Provincia". Esto restringe la capacidad asociativa de los municipios. Pero seguidamente, en su artículo 43: "Las Municipalidades podrán constituir sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria en los términos y con los alcances de los artículos 308 y siguientes de la Ley 19.550; a tal fin el Departamento Ejecutivo tendrá la iniciativa remitiendo al Honorable Concejo Deliberante para su aprobación la ordenanza respectiva […]". Así que, como plantean Sabsay, García, Nápoli y Ryan que los municipios bonaerenses tienen la capacidad de asociarse con otros organismos estatales, excepto el Estado nacional. Así se podrían convertir en actores decisivos para el desarrollo sustentable de la región, pero las competencias no son propias de estos, sino que han sido delegadas por la provincia. Es así que su situación es de fragilidad ante la posibilidad de conformar regiones (Sabsay et al, 2002).

Acudimos a las reflexiones de Pírez para tratar detalladamente al área metropolitana, para el autor esta 
"[…] implica una gran heterogeneidad y diferenciación de población y de actividades. En ella habitan y trabajan grupos sociales de los más variados, tanto en razón de sus definiciones socioeconómicas, como culturales y étnicas. En una ciudad metropolitana se presenta una gran diversidad de actividades de producción, de consumo, de intercambio y de gestión […] Lo que caracteriza a la forma metropolitana es la distribución territorial diferencial de la diversidad o heterogeneidad de actividades y población. Es una configuración caracterizada […] por la heterogeneidad global […] y la homogeneidad particular […] Esto significa ‘subunidades’ territoriales homogéneas hacia dentro, en una amplia unidad territorial (metropolitana) sumamente heterogénea. Territorios de residencia […], territorios de actividades administrativas, comerciales o financieras, territorios de actividades industriales […] los flujos de población, bienes e información que se dan entre los territorios metropolitanos son el resultado de las relaciones complementarias entre las actividades o funciones que, en razón de la lógica de cada una, se encuentran asentadas en diferentes lugares del área. La población se mueve no hacia los lugares cercanos a su residencia sino a donde se encuentran las fuentes de trabajo o los centros de consumo" (Pírez, 2001: 4)



Haciendo referencia a las actividades económicas, continúa desarrollando el tema diciendo que se distribuyen de manera desigual las necesidades y los recursos. Encontramos así, municipios donde se concentran actividades económicas y  municipios "dormitorios". Esto supone una distribución desigual del "salario indirecto", como de los recursos fiscales para sustentar los gastos que requieren la implementación de las políticas públicas (Pírez, 2001).
Como amplían Sabsay, García, Nápoli y Ryan:

"[…] la noción de regionalización fue incorporada a la Constitución Nacional por la reforma de 1994. El artículo 124 faculta a las provincias a conformar regiones para el desarrollo económico y social, no existiendo norma expresa respecto a la facultad de los municipios de participar en esquemas de regionalización" (Sabsay et al, 2002: 68).
Por lo expuesto, nos resulta apropiado mencionar que el 1º de julio del año 2004, los Intendentes de los partidos de Almirante Brown, Avellaneda, Berazategui, Florencio Varela, Lanús, Lomas de Zamora y Quilmes acordaron constituir el Consorcio de Municipios del Conurbano Sur (COMCOSUR) bajo el régimen legal de consorcio intermunicipal, estableciendo como principio básico de esta asociación la participación plena e igualitaria de  los siete municipios signatarios, dentro del marco normativo que establecen: La Constitución Nacional, La Constitución de la Provincia de Buenos Aires y la Ley Orgánica de las Municipalidades (Decreto Ley 6769/58 y modificatorias). 


Allí Los Intendentes signatarios del convenio coinciden en considerar que los Estados locales constituyen la célula básica del desarrollo nacional. Y acordaron agruparse con el fin de integrar una subregión dentro del AMBA, a efectos de interactuar en temas de interés común generando una sinergia que potencie su desarrollo. En este convenio acordaron promover el desarrollo local; garantizar la prestación de servicios a la comunidad; abordar los temas ambientales en forma integral; abordar el ordenamiento territorial desde una óptica regional; promover la reforma de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires de acuerdo a lo establecido en el art. 123 de la Constitución Nacional, respecto a autonomía municipal; fomentar la participación de la comunidad y asociarse regionalmente para la búsqueda de soluciones conjuntas. 

V La autonomía Financiera

Los recursos financieros es el instrumento que disponen las municipalidades como unidades político-administrativas para "la gestión de los asuntos locales y, en particular, para la gestión urbana local" (Pírez, 1991: 22).

Describe Pírez que los ingresos municipales tienen dos orígenes: la recaudación directa de los que se denominan recursos propios, y las transferencias de los gobiernos provinciales. Los recursos propios se componen, normalmente, de tasas retributivas de servicios. Por lo general no se reconoce a los municipios la capacidad de establecer impuestos propiamente tales. Solamente algunas constituciones, en particular en las "nuevas provincias", delegan el impuesto inmobiliario a las administraciones municipales. Los municipios suelen poder aplicar contribuciones por mejoras para el financiamiento de las obras locales. Las transferencias dependen, por lo general, de la existencia de una ley provincial que establece qué recursos provinciales serán compartidos, en qué proporción se compartirán y cómo se distribuirán entre los diferentes gobiernos locales de cada provincia. Los porcentajes de coparticipación municipal son relativamente bajos, oscilando entre un 5% y un 20% según los casos. Este diseño convierte a las municipalidades en el nivel más débil desde el punto de vista financiero (Pírez, 1991). En la misma línea de pensamiento Agüero y Casaño razonan que los municipios deberían disponer de potestades tributarias amplias para lograr satisfacer los gastos de gobierno y satisfacer el bien común de la sociedad (Agüero y Casaño, 2009). Asimismo progresan y amplían su análisis estableciendo que hay gobiernos locales que tienen potestades en la recaudación de algunos impuestos, poniendo como ejemplo a "la provincia de Chubut se destaca por una amplia descentralización tributaria que abarca el impuesto inmobiliario urbano y rural, el impuesto automotor y el impuesto a los ingresos brutos fuera del convenio multilateral" (Agüero y Casaño, 2009: 262). Se refieren a la provincia de Buenos Aires diciendo que "en el año 1988 se descentralizó el impuesto inmobiliario rural, y luego se extendió para algunos contribuyentes y determinados municipios con el impuesto a los ingresos brutos" (Agüero y Casaño, 2009: 263).

Posturas antagónicas encontramos en las opiniones de Pablo Sanguinetti, Juan Sanguinetti y Mariano Tommasi, pues sostienen que la descentralización financiera en la provincia de Chubut le proporcionan mayores facultades tributarias a los municipios, y que el proceso de descentralización de recursos no ha sido acompañado por modificaciones en la asignación del gasto provincial ni por una reformulación en las transferencias. Esto derivó en municipios con una extraordinaria capacidad financiera potencial, pero desaprovechada por una escasa asignación de funciones y un importante caudal de recursos provenientes de otras jurisdicciones. Respecto al impuesto a lps Ingresos brutos, sostienen que la ausencia de una armonización en el establecimiento de una alícuota uniforme ocasiona fuertes inequidades respecto al tratamiento a los contribuyentes. (Sanguinetti et al, 1991). 

Permaneciendo en esta provincia, Bensimón nos dice que Chubut ha reconocido ya en 1957 la necesidad de dotar a los municipios con autonomía y recursos. Los impuestos provinciales: Inmobiliario, Patente Automotor e Ingresos Brutos se hallan, en esta provincia, en manos de los municipios, reservándose en la órbita provincial a los sujetos alcanzados por el Convenio Multilateral y el Impuesto de Sellos. (Bensimón, 1997). Profundiza el autor que debería aprovecharse la experiencia chubutense como antecedente en cuanto al grado o alcance de las autonomías municipales que le daría la Constitución Nacional reformada en 1994" (Bensimón, 1997).

Regresando a la provincia de Buenos Aires. El rasgo que distingue a estos municipios de los del resto del país, es que, entre otras cosas, a partir del año 1989 se ha creado un Fondo de Reparación del Conurbano. Esto significa según Pírez que en 1992 se puso en funcionamiento el Fondo de Reparación Histórica del Conurbano Bonaerense donde se transfiririeron recursos federales al gobierno provincial  en un promedio de más de 600 millones de pesos (entonces equivalentes a dólares) anuales  que se destinaron predominantemente a inversiones en infraestructura urbana y social. Estos fondos se ejecutaban en más de la mitad por empresas contratistas seleccionadas por el gobierno provincial, más de un 20% por ONGs y solamente poco más del 8% por los gobiernos locales. Los municipios se transformaron en mediadores entre las sociedades locales y el gobierno provincial. El resultado fue la centralización del gasto social (Danani. Chiara y Filc, 1997), con el gobierno provincial como el actor clave en la Región Metropolitana y la correlativa la dependencia de los gobiernos locales. (Pírez, 2004).

Amplía Pírez, relacionando las realidades socioeconómicas de las poblaciones locales, diciendo que la disputa de poder de los gobiernos municipales en el territorio metropolitano va a ser diferente en los municipios del sur y del oeste, donde son más débiles y dependientes que en el norte. Es por ello que va a ser en estas zonas donde van a surgir y a incrementar su poder los movimientos denominados piqueteros, cuyas demandas se van a concentrar en la demanda de planes sociales (Pírez, 2004).
La forma en como desde la Nación se giran recursos para la provincia de Buenos Aires, se regló mediante la ley 24073, promulgada el 8 de abril de 1992 en el Congreso Nacional. En el artículo 40, inciso 1 puede leerse: "Un diez por ciento (10%) de lo recaudado irá al Fondo de Financiamiento de Programas Sociales en el Conurbano Bonaerense, a ser ejecutado y administrado por la provincia de Buenos Aires. Los importes correspondientes deberán ser girados en forma directa y automática". Según el Observatorio de Políticas Públicas de la Jefatura de Gabinete de Ministros, “la provincia de Buenos Aires es la mayor receptora de transferencias globales y la segunda per cápita. Sus municipios reciben 1.188 millones de pesos, de los cuales el 80% se concentra en planes de vivienda y obras de infraestructura” (Observatorio de Políticas Públicas, 2007: 12), y que:

“A partir del análisis por provincia, resulta lógico esperar la concentración (casi el 80%) en la provincia de Buenos Aires, que es también la segunda beneficiaria en términos per cápita […] puede afirmarse que es bienvenido que las transferencias se concentren básicamente en gastos de capital, porque su beneficio es percibido de una manera directa […]” (Observatorio de Políticas Públicas, 2007: 15)

Como venimos planteando, las distintas autonomías son interdependientes. No puede ser considerado autónomo un municipio si carece de una de las cinco autonomías reconocidas. Es momento de vincular a la autonomía financiera con la autonomía política, ya que, como sostiene Andrenacci: 

 "cuando el gobierno municipal no responde al provincial (por pertenecer a diferentes partidos, a diferentes líneas internas) una parte importante de las transferencias se dificulta, se atrasa o desaparece. Un ejemplo importante de la subsidariedad municipal lo constituyó la experiencia del Fondo de Reparación Histórica del Conurbano bonaerense" (Andrenacci, 2003: 6).


Es necesario mencionar que en la segunda mitad de los años noventa tuvo lugar una modificación clave del régimen financiero municipal. Andrenacci nos comenta en su trabajo que:

"Se estableció que la formulación del presupuesto debería ajustarse a un estricto equilibrio fiscal, no autorizándose gastos sin la previa fijación de los recursos reales (En la normativa anterior sólo se impedía la autorización de gastos si no se fijaban previamente los recursos necesarios.)" (Andrenacci, 2003: 9).


Una vez distinguidas las autonomías, los municipios objeto de este trabajo: ¿Quién o quiénes tienen autonomía semiplena o relativa?, ¿Quién o quiénes tienen autonomía plena o absoluta? Para ello realizar un análisis exhaustivo acerca de ¿Quién o quiénes tienen autonomía institucional, administrativa, política, económica y/o financiera? 

Capítulo III

Normativas Comparadas


Este escrito consiste en el cotejo, comprobación y demostración de las facultades que poseen determinadas unidades político-administrativas en la República Argentina. Para ello hemos seleccionado dos municipios de la provincia del Chubut, cuya característica esencial es que poseen autonomía absoluta o plena; y dos municipios de la provincia de Buenos Aires que poseen autonomía relativa o semiplena. 

La provincia del Chubut se la considera dentro del conjunto de los estados subnacionales calificados de "nuevas provincias", Bensimón cita a José Casas en su artículo diciendo:

"El tema de las autonomías municipales, plenas o semiplenas, constituyó una tendencia en el derecho público constitucional de las Provincias que, como bien lo expresó el Doctor José O. Casas, se ha expresado en la República en dos etapas bien definidas. La primera se inicia en 1957, como fruto de la provincialización de ocho Territorios Nacionales que sancionan sus Estatutos Fundamentales, entre las que se encuentra Chubut, y la segunda comienza a transitarse en 1986, con las Constituciones sancionadas por Santiago del Estero, San Juan, Salta, La Rioja, Jujuy, San Luis, Córdoba y Río Negro " (Bensimón, 1997: 10).

Como adelantáramos la provincia de Buenos Aires se sigue rigiendo, respecto al régimen municipal, como lo hacía hacia 1933. La modificación de su Carta Magna Provincial ha quedado en conflicto en ese tema respecto a la Constitución Nacional. Así, la Constitución de 1934 y el viejo decreto-ley 6769/58 siguen rigiendo. Andrenacci, por su parte afirma que:

"La provincia de Buenos Aires divide a su territorios en municipios con jurisdicción territorial urbana y rural (partidos) que eligen sus autoridades (Intendentes y Concejos Deliberantes). La Constitución Provincial de 1994 y la Ley Orgánica de Municipalidades fijan un sistema por el cual el municipio tiene facultades instituyentes y autoorganizativas nulas, y facultades fiscales severamente limitadas, que lo constituyen en subsidiario del Estado provincial
" (Andrenacci, 2003: 5).

Si bien esta provincia reformó su Constitución en el año 1994, no adaptó su contenido en lo referente al reconocimiento de la autonomía del Estado municipal. Son palabras de Sabsay, García, Nápoli y Ryan que:

"[…] las constituciones provinciales que no reconocen la autonomía del Estado municipal, como en el caso de la provincia de Buenos Aires, deben revisar sus Constituciones para adaptarlas a las nuevas pautas establecidas por la Constitución Nacional, caso contrario se puede impugnar la constitucionalidad de la normativa provincial respectiva
" (Sabsay et al, 2002: 64).

Sigue con su exposición manteniendo que:

"La determinación del carácter autárquico o autónomo del gobierno municipal es de suma importancia. En el caso de municipios autárquicos, la esfera de competencias municipales surge de una delegación de facultades por parte del Estado provincial; esto genera un cierto grado de precariedad con respecto a las competencias del municipio, ya que si bien las atribuciones delegadas pueden ser sumamente amplias, en cualquier momento, se puede plantear una avocación, total o parcial de esas potestades, por parte de la misma autoridad otorgante. En caso de los municipios autónomos, por el contrario, el gobierno municipal tiene una esfera propia de acción, que no le ha sido concedida ‘graciosamente’ por un nivel superior de gobierno, sino que le ha sido reconocida por el poder constituyente" (Sabsay et al, 2002: 62).

Para un mejor análisis desagregaremos el mismo en lo dispuesto por cada Carta Magna provincial respecto al: Gobierno, como lo denomina Chubut; o Régimen Municipal, como lo denomina Buenos Aires.

· La Constitución de la Provincia Del Chubut, reformada en al año 1994, le dedica veintidós (22) artículos a dicho tratamiento. El artículo 225 refiere a la independencia y al goce de autonomía política, administrativa y financiera de los municipios. El artículo 226, cuándo una municipalidad puede dictar su propia carta orgánica. El artículo 227, que el gobierno, administración y servicios locales están a cargo de municipalidades o comisiones de fomento. El artículo 230, que las cartas orgánicas municipales son sancionadas por convenciones constituyentes. El artículo 234, que la provincia puede delegar servicios públicos a los municipios una vez garantizados los recursos necesarios para su prestación. El artículo 235, hace referencia a la regionalización de los municipios respecto al desarrollo económico-social. El artículo 237, trata acerca de que los municipios pueden crear subregiones y que pueden celebrar convenios intermunicipales. Y por último, el artículo 239, refiere a la obtención de los recursos municipales.
· La Constitución de la Provincia Buenos Aires, también reformada en al año 1994, le dedica ocho (8) artículos a dicho tratamiento. El artículo 190 versa sobre los poderes municipales, la cantidad de miembros que lo componen y el momento en que serán elegidos. El artículo 191 evidencia cómo son considerados los municipios, ya que establece que es la Legislatura provincial quien deslindará las atribuciones y responsabilidades. El artículo 192, establece las atribuciones del régimen municipal. Y por último, el artículo 193, dispone los límites de estas atribuciones. 
Vimos a nivel provincial cuáles son las diferencias en el modo en que las Cartas Magnas subnacionales consideran a los municipios a través del articulado. Es momento de analizar cada municipio en particular y observar qué tratamiento le asignan a conceptos tales como: principio de proximidad, derecho de ciudadanía, desarrollo económico-social, desarrollo sustentable, sistema electoral, etc. A través de ello responder las siguientes preguntas: los municipios con Cartas Orgánicas ¿Le asignan un rol protagónico a la ciudadanía?, El tiempo transcurrido en la reforma de la normativa que rige el gobierno municipal ¿Influye en la consideración de derechos, de procedimientos y principios?, En un mundo altamente tecnificado ¿Se puede gobernar sin actualizar su organización institucional? Para ello examinaremos de qué manera se ordena cada gobierno municipal.
I El municipio de Puerto Madryn 


La ciudad de Puerto Madryn está ubicada en la región geográfica denominada “Patagonia Argentina”, precisamente en la provincia del Chubut; está situada a los 42º8' de Latitud Sur y 65º5' de Longitud Oeste y se localiza sobre el Golfo Nuevo. Es cabecera del Departamento Biedma
 y principal puerto de la provincia por ser el único de aguas profundas que permite la carga y descarga de buques de gran calado. Es también un centro turístico de nivel internacional.

La superficie del ejido es de 33.000 hectáreas (ampliada en 1991) y el casco residencial urbano alcanza las 720 hectáreas, mientras que el sector industrial ocupa 800 hectáreas. Abarca desde su parte Norte hacia la punta Sur (Punta Cuevas) unos 6 kilómetros de litoral marítimo, circundada por las últimas estribaciones de la meseta, "bardas" con desniveles que oscilan entre los 50 y 150 metros de altura.


Se distinguen las siguientes áreas:

a) Parque Industrial Liviano: Ocupa 51 hectáreas y está ubicado al Oeste de la ciudad.

b) Parque Industrial Pesado: Ocupa 600 hectáreas y está ubicado al NO de la ciudad.

c) Parque Industrial Conexo: Ocupa aproximadamente 60 hectáreas al NO de la ciudad.

d) Parque Industrial Pesquero: Son 170 hectáreas ubicadas al NO de la ciudad y se encuentran aquí industrias procesadoras de pescado, servicios para las empresas pesqueras y fábricas de hielo.

e) Parque Agro-industrial: Son 270 hectáreas ubicadas en el sector oeste de la ciudad.

f) Área de empresas distribuidoras de combustibles: Se localiza hacia Puerto Pirámides o sea al norte de Puerto Madryn con empresas conexas a la actividad portuaria.

Finalmente, lindando con la ciudad, se localizan grandes extensiones ocupadas por campos cuya principal actividad es la cría extensiva del ganado ovino. Los establecimientos detectados por el Censo Nacional Agropecuario de 1988 en el Departamento de Biedma alcanzaron a 150 con 265 personas ocupadas en forma permanente.

Las actividades características de la ciudad son:

· Pesca: Puerto Madryn cuenta con establecimientos procesadores de pescados y mariscos, cuya producción supera las 100.000 Tn/anuales. Las capturas más habituales son: merluza, mero, abadejo, salmón, calamar y langostino

· Fabricación de aluminio primario: Sus excelentes condiciones portuarias permitieron la instalación de la planta Aluar en Puerto Madryn. Su producción es de 188.000 ton/anuales de los cuales el 72% son exportados.
· Turismo: En invierno, se realizan excursiones para el avistaje de ballenas franca, delfines, toninas overas, pingüinos, elefantes marinos y aves entre otros. Durante la temporada de verano, las playas son muy concurridas, en donde además de baños de sol y agua se practican deportes náuticos. Los golfos San José y Nuevo son visitados principalmente para realizar "bautismos submarinos". Puerto Madryn es denominada "Capital Nacional del Buceo". Posee aguas cristalinas y serenas, lo que permite una penetración de luz hasta los 70 m de profundidad. Por el muelle Luis Piedrabuena pasan cruceros que tienen como destino el sur de la Argentina e incluso Chile. 

La población total del Departamento de Biedma, según datos del INDEC año 2010 es de: 82.883 personas
. Mientras que la población de la ciudad de Puerto Madryn es de: 80.101 habitantes (Diario Jornada).


Autonomías:

· Institucional: En el año 1994 dictó su Carta Orgánica Municipal, siendo modificada íntegramente en el año 2010. Esta reforma se ha perpetrado no sin arduas polémicas y cuestionamientos, llegando a judicializarse la puesta en marcha de la nueva Carta Orgánica. Estrictamente se focalizaron en el punto vinculado con la regulación de los Servicios Públicos. Ya que las críticas a la nueva redacción generaban dudas sobre “cuál es órgano” del Estado comunal que tiene la facultad de regular las tarifas de dichos servicios
. Destacamos en este segmento la determinación de autonomía plena del municipio.
La Carta Orgánica Municipal, en su artículo 1º establece el nombre del municipio. Y en su artículo 2º, instituye que el municipio dispone de autonomía plena. 
· Administrativa: En lo relacionado con la estructura orgánica, su artículo 94 organiza el gobierno municipal estableciendo sus órganos de poder. El artículo 26 precisa las competencias municipales exclusivas, compartidas y delegadas. El artículo 27 especifica la modalidad y el procedimiento en que la provincia asignará y transferirá competencias al municipio. El artículo 28 describe los principios bajo los cuales actúa el gobierno municipal. Destacándose, entre otros, la promoción de la descentralización y desconcentración. En lo referente al personal municipal, el artículo 219 estipula el límite de la planta del personal municipal. El artículo 220 lo hace respecto al personal contratado y la duración de los contratos. El artículo 221 dispone cuándo está prohibido incorporar personal municipal. Respecto a la policía municipal, el artículo 72, inciso 2 detalla los fines de la misma y los casos en que intervendrá. 
· Política: En lo relacionado con la autonomía política Puerto Madryn le ha dedicado una gran cantidad de artículos, reflejando un reconocimiento en los derechos de los ciudadanos y en la restricción de prácticas que han sido llevadas a cabo por las autoridades políticas, promoviendo la crisis de representación que atraviesa la Argentina. 
Respecto al régimen electoral, su artículo 149, reconoce a los partidos políticos como instituciones exclusivas para postular candidatos/as para cargos electivos municipales. El artículo 150, habilita los códigos electorales para las elecciones a cargos municipales. El artículo 152, detalla la composición del cuerpo electoral municipal. El artículo 154, determina el porcentaje y la proporción de candidatos/as de un mismo sexo. El artículo 157, ordena el lapso de tiempo mínimo que deberá cumplir el/la funcionario/a electo/a y sus consecuencias en caso de incumplimiento. El artículo 158, dispone el lugar de residencia de las autoridades y funcionarios/as electas. El artículo 162, propicia la implementación del sistema de voto electrónico.
El artículo 163, establece el sistema por el cual son elegidos/as los Concejales/as. El artículo 164, dispone  cómo es el sistema de listas. El artículo 165, acuerda la duración del mandato de los Concejales/as y cómo se renueva el Cuerpo. El artículo 166, estipula la reelección de los Concejales/as. Respecto a la elección del/la Intendente/a y Viceintendente/a, el artículo 167, reglamenta de qué manera serán elegidos. El artículo 168, pauta la duración de las funciones de estos y cuándo pueden ser reelectos.
Respecto a institutos de democracia semidirecta, formas de participación ciudadana y consejos temáticos, la carta orgánica municipal manda en su artículo 227 los requisitos que tiene el electorado para requerir la revocación de mandato de los/as funcionarios/as. El artículo 228, implanta el derecho de iniciativa de los/as electores/as. El artículo 234 y 243, instaura el mecanismo de consulta popular. El artículo 245, estructura el mecanismo de la Audiencia Pública. El artículo 248, garantiza y promueve las Asociaciones Vecinales. El artículo 254, constituye el uso de la banca ciudadana. El artículo 256, reconoce a las Organizaciones de la Sociedad Civil. El artículo 258, crea los Consejos Sectoriales. El artículo 266, se refiere a la reforma de la Carta Orgánica. Otras formas de participación ciudadana la encontramos el artículo 205, se ocupa del presupuesto participativo. El artículo 30, se manifiesta acerca del Plan Estratégico de la ciudad. 
· Económica: Respecto a la autonomía económica, también se han ido adoptando concepciones que han ido concientizando a las habitantes a fuerza de cambios en el clima, como en los recursos naturales. Así, el artículo 28, inciso 5 que promueve el desarrollo estratégico social, económico, ambiental y cultural. Y el inciso 6 que compromete un desarrollo integral sin poner en peligro la capacidad de las generaciones futuras en atender sus propias necesidades y derechos. El artículo 7, propende a la integración regional. El artículo 8, favorece la instalación de la Red del Ferrocarril Patagónico. El artículo 46, estimula la responsabilidad social empresaria. El artículo 47, impulsa la pesca sustentable. El artículo 50, estimula el turismo responsable. El artículo 55, inciso 8 impulsa una red productiva local y regional. El artículo 108, inciso 18 autoriza al Departamento Ejecutivo a integrar organismos regionales. 
· Financiera: La Carta Orgánica Municipal no detalla los impuestos y tasas que percibe en forma directa. Es esencial para este trabajo destacar que el impuesto a los Ingresos Brutos lo percibe en forma directa el municipio. Sí revela en su articulado la Carta Orgánica Municipal las fuentes de recursos materiales que dispone el municipio, esta queda establecida en el artículo 198 que describe los recursos propios del municipio. El artículo 200, habilita al municipio a imponerles tributos a empresas que no tengan domicilio legal en la ciudad, pero que desarrollen actividades en la misma. El artículo 213, propende a la descentralización presupuestaria y a la transparencia y eficiencia en la gestión. El artículo 214, dispone la finalidad del sistema financiero del municipio. El artículo 215, patrocina la creación de un Banco Municipal. 
II El municipio de Trelew


La ciudad de Trelew está localizada en el Departamento de Rawson a los 43º 14´ de latitud sur y 65º 19´ de longitud oeste. También ubicada en la región geográfica denominada “Patagonia Argentina” en la Provincia del Chubut, en la zona denominada "Valle Inferior del río Chubut" (VIRCH) y con una superficie total de 249 km2 de ejido y 16 km2 urbanizados, la ciudad de Trelew es la segunda más grande de la provincia luego de Comodoro Rivadavia.


Rawson es un Departamento de la provincia del Chubut. Con 3.922 km² de superficie, es el Departamento más pequeño de la provincia. Limita al norte con el Departamento de Biedma, al oeste con el de Gaiman, al sur con el de Florentino Ameghino y al este con el Océano Atlántico. A su vez es el segundo Departamento más poblado de la provincia. La ciudad más grande y más importante del Departamento es Trelew y la segunda es Rawson. Es atravesado por el río Chubut en cuyo Valle Inferior se asienta casi toda su población. La ley que determinó la división política de la provincia, en 1955 también estableció los límites del distrito. A su vez, es el segundo Departamento más poblado y el Departamento con mayor densidad de población de la provincia.


Es importante destacar que Trelew es la ciudad que presenta los mayores niveles demográficos de la zona noreste provincial. Tiene a sus alrededores un conjunto de ciudades con las cuales conforma un conglomerado demográfico que representa el 46 % de la población provincial total.

La ciudad presenta como principales actividades económicas, generadoras de valor agregado, a la agrícola - ganadera, la industrial y el turismo. Estas actividades son complementadas con los servicios necesarios para el normal desarrollo de las mismas. La agricultura fue la primera actividad de la zona que se remonta a la llegada de los colonos galeses a fines de siglo pasado. Con sacrificio y esfuerzo transformaron la desembocadura del río Chubut al océano Atlántico en el valle inferior del río Chubut, uno de los valles más australes del mundo. En la actividad ganadera predomina el ganado ovino, contando actualmente con un registro de 4.044.239 cabezas en toda la provincia (según encuesta nacional agropecuaria 1996). La actividad industrial se caracteriza por actividades como la textil lanera, textil sintética, metalúrgica, de la construcción y químicas, concentradas en el Parque Industrial de la ciudad y el Parque Industrial Liviano. El turismo es una de las actividades que se incorpora en los últimos años, fruto de la potenciación de los atractivos turísticos que rodean la ciudad. Esta actividad se complementa con una estructura en servicios de hoteles, centros gastronómicos y centros comerciales, entre otros, todos ellos necesarios para la atención del turista.

La población total del Departamento de Rawson, según datos del INDEC año 2010 es de: 131.313 personas
. Mientras que la población de la ciudad de Trelew es de 99.201 habitantes (Diario Jornada).

Autonomías:

· Institucional: Trelew tuvo su primera Carta Orgánica Municipal en el año 1990 y ha sido modificada en el año 2002
. Su artículo 1º determina qué es el municipio. El artículo 2, dispone su autonomía política, administrativa y financiera. 
· Administrativa: En lo relacionado con la estructura orgánica, su artículo 6º estipula la competencia municipal. El artículo 7, versa sobre las funciones específicas del municipio. El artículo 8, organiza el gobierno municipal precisando los órganos que lo componen y de qué manera se eligen sus miembros. En lo referente al personal municipal, su artículo 104, delimita el gasto con destino a personal. El artículo 110, estipula los elementos a tener en cuenta el régimen de contrataciones. 
· Política: Encontramos referencias a la autonomía política en el artículo 73, que dispone que el municipio será considerado como un solo distrito a los fines electorales. El artículo 74, la condición del voto. El artículo 75, el modo de elección del Intendente y de Concejales. El artículo 77, cuándo deben efectuarse las elecciones. El artículo 78, propone  la creación de una Ordenanza Electoral. El artículo 80, alude al procedimiento para la oficialización de listas de candidatos. El artículo 81, plantea la posibilidad de oficialización de listas incompletas. El artículo 82, inhabilita la modificación del artículo por enmienda. En lo referente a la participación ciudadana respecto al tipo de democracia semidirecta, concibe su artículo 120 el recurso de revocatoria de mandato. El artículo 129, expone el recurso de iniciativa popular. En el artículo 135, presenta el Referéndum. El artículo 141, plantea el recurso de consulta popular. El artículo 196 y 198, plantea el procedimiento de reforma de la carta orgánica. El artículo 163, crea la Comisión Municipal de Planificación. El artículo 165, interpreta la integración de la misma. 

El presupuesto participativo ha sido impulsado por el municipio, según informaciones periodísticas, y ha sido implementado con éxito desde el año 2008 (Más Trelew).

Respecto al reconocimiento de Asociaciones Vecinales, en el artículo 52, reconoce a las Asociaciones Vecinales. En su inciso 4, plantea que sus autoridades serán electas por el voto secreto de sus asociados. El artículo 53, plantea la posibilidad de que las Asociaciones Vecinales y las Organizaciones No Gubernamentales formen parte del Organismo de Consulta y Asesoramiento del Concejo Deliberante y/o del Departamento Ejecutivo.
· Económica: Los deberes y las atribuciones conferidas al intendente municipal están reveladas en el artículo 28, inciso 24. Destacamos la posibilidad de la facultad de constituir acuerdos regionales o subregionales. El artículo 163, inciso 7, despliega las acciones para la planificación municipal. 
· Financiera: Se presenta la misma situación que en el municipio de Puerto Madryn, pues Trelew también percibe de manera directa el impuesto a los Ingresos Brutos. Respecto a los recursos municipales, el artículo 94 exhibe los recursos con los cuales el gobierno municipal atiende los gastos de su administración. 
III El municipio de Lanús


El partido de Lanús se encuentra a 58°36' de latitud oeste y a 34°42' de longitud sur, forma parte de un importante conglomerado
 urbano en el cordón del territorio que rodea a la ciudad capital, conocido como "Gran Buenos Aires". Limita con los municipios de Lomas de Zamora, Quilmes, Avellaneda y la Ciudad de Buenos Aires (Capital Federal) de la cual está separada por una verdadera barrera geográfica: el Riachuelo. Lanús se divide en 6 localidades, conformadas, cada una, por variedad de barrios. 

Ellas son: Lanús Oeste, Lanús Este, Remedios de Escalada, Gerli, Valentín Alsina y Monte Chingolo.


En el Partido de Lanús se calcula que existen aproximadamente 14.000 comercios e industrias por padrón. Lanús está declarada como “capital del cuero”, allí conviven muchas industrias pero predominan las curtiembres como industrias. 
La superficie total de Lanús es de 48,35 Km2, siendo uno de los más pequeños municipios del Gran Buenos Aires pero contando con una mayor densidad de población que los otros por kilómetro cuadrado.


La población total del Partido de Lanús, según datos del INDEC año 2010 es de: 459.263 personas
.

Autonomías:

· Institucional: Los municipios de la provincia de Buenos Aires son regidos por la LEY ORGANICA DE LAS MUNICIPALIDADES, DECRETO Nº 06769/1958. El artículo 1º determina la división territorial de la provincia, su administración, su modo de organización y sus autoridades. El artículo 2, resuelve la cantidad de Concejales que podrán elegir cada partido de la provincia.

· Administrativa: Respecto a la conformación de la estructura orgánica del municipio, su artículo 107, manifiesta las competencias del Departamento Ejecutivo. El artículo 108, anuncia las atribuciones y deberes del Departamento Ejecutivo. El artículo 109, dispone el plazo de presentación del presupuesto anual. El artículo 178, se encarga de divulgar los auxiliares del Intendente. 
· Política: El artículo 5, grava como obligatorio el ejercicio del voto a los ciudadanos. El artículo 12, asigna el límite de extranjeros como miembros del Concejo Deliberante. El artículo 24, atribuye la exclusividad de la sanción de las Ordenanzas al Concejo Deliberante. El artículo 25, informa sobre los asuntos que deberán considerar las Ordenanzas. El artículo 27 (Texto según Dec-Ley 9117/78), anuncia la función deliberativa municipal. El artículo 28 (Texto según Dec-Ley 9094/78), indica los asuntos que le corresponde al Concejo, establecer. En lo relacionado con la participación democrática semidirecta de la ciudadanía, la Ley Orgánica de las municipalidades le dedica solamente el artículo 67, que dictamina la iniciativa popular, la consulta popular y la posibilidad de establecer otras formas de participación popular. 
En lo que refiere a la descentralización municipal, hemos recurrido a informaciones en medios de comunicación para disponer que "Lanús es el único distrito sin delegaciones municipales"
. Tampoco cuenta con un plan estratégico y respecto al presupuesto participativo, el municipio de Lanús publicó en su página web que el día 09/08/2012 ha firmado un convenio de cooperación con la Universidad Nacional de General Sarmiento por lo cual esta institución le "brindará apoyo y capacitación a la Comuna para diseñar el fundamento técnico mediante el cual se llevarán a cabo las reuniones en diversos barrios del distrito para debatir la ejecución esta importante instancia de intervención de los vecinos del distrito"
.


En lo que respecta al reconocimiento de Asociaciones de Vecinos, según el artículo 60 (Texto según Dec-Ley 8613/76), solamente son tenidas en cuenta para la realización de obras públicas. 
· Económica: Para la construcción de obras municipales, el artículo 150 demanda el nombramiento de una Comisión de propietarios electores para su fiscalización. El artículo 191 (Texto según Dec-Ley 8752/77), regula la forma en que deben efectuarse los pagos que excedan de pesos diez ($ 10.-). El valor ha sido actualizado según artículo 283° bis, por Resolución Ministerio de Gobierno N° 32/06, vigentes a partir del 01-02-2006 y Resolución N° 682/07, vigentes a partir del 1-09-07 (B.O. 29-10-07) y Resolución del Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno N° 53/08, vigentes a partir del 1-03-08 (B.O. 28-03-08)."
· Financiera: Respecto a los recursos municipales, el artículo 226 enumera los impuestos, tasas, derechos, licencias, contribuciones, retribuciones de servicios y rentas. El artículo 29, atribuye al Concejo la sanción de las Ordenanzas Impositivas, la determinación de los recursos y gastos de la municipalidad. El artículo 34, especifica el procedimiento para la sanción del presupuesto de gastos y cálculo de recursos de la municipalidad. 
En la provincia de Buenos Aires rige el Código Fiscal, Ley 10397 - Texto Ordenado por Resolución 39/11. Puntualiza en su artículo 1º respecto a las acciones que regirán este código. El artículo 5, precisa quienes son considerados contribuyentes. El artículo 47, inciso 7 detalla cuándo una actividad será gravada por el impuesto a los Ingresos Brutos. 
IV El municipio de Lomas de Zamora

Lomas de Zamora está situada al sur de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y es uno de los Partidos del Conurbano Bonaerense, a una distancia del área central de 15 km. por Ferrocarril y 19 km por ruta.
Limita con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Partidos de La Matanza, Esteban Echeverría, Alte. Brown, Quilmes y Lanús.
Su superficie es de 8.900 hectáreas, equivalente al 2,4 % de la extensión de los partidos que configuran el Gran Buenos Aires.
Además de la ciudad cabecera, Lomas de Zamora, se deben destacar las ciudades de Banfield, Témperley, Llavallol, Turdera, Fiorito, Ingeniero Budge, y la localidad de Villa Centenario.

El partido de Lomas de Zamora produce alrededor del 2,5% del PIB provincial. De acuerdo a la última información disponible, hay más de mil empresas industriales. Dentro del sector, tres actividades (‘Elaboración de alimentos, bebidas y tabaco’, ‘Metálica básica y productos de metal’ y ‘Maquinaria, equipo y vehículos automotores’) agrupan cerca del 60% de los locales industriales. Asimismo, se puede observar que las micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs) representan el 96% de los establecimientos del partido. (Baruj et al, 2010).
Cuenta con una densidad de población de 66,38 hab/ha., con una tasa anual de crecimiento del 15%. La población total del Partido de Lomas de Zamora, según datos del INDEC año 2010 es de: 616.279 personas
.
 Autonomías: Respecto a la autonomía institucional, administrativa, política, económica y financiera rige lo dispuesto para el municipio de Lanús.

La municipalidad de Lomas de Zamora está descentralizada en las siguientes delegaciones: San José, Lomas, Ingeniero Budge, Banfield, Villa Albertina, Témperley, Villa Fiorito y Llavallol. La Comuna no cuenta con un Plan Estratégico y respecto al presupuesto participativo se está proponiendo su implementación.
Una vez finalizada la comparación entre los cuatro municipios, la graficaremos en el siguiente cuadro  (Ver Anexo II).
De lo expuesto podemos deducir lo siguiente, respecto a la autonomía institucional: Ya hemos mencionado que los municipios de la provincia del Chubut se rigen por una Carta Orgánica Municipal y los de la provincia de Buenos Aires por la Ley Orgánica de las Municipalidades. Pero vale destacar que mientras los instrumentos jurídicos municipales ya han sido modificados, con la consiguiente actualización de los mismos, la ley provincial ha permanecido intacta desde su promulgación, salvo aquellos temas que requerían una actualización, vinculados a las expresiones en moneda nacional. Además es pertinente destacar cómo la carta orgánica de Puerto Madryn reformada en el año 2010, ha considerado una mayor autonomía del municipio que la reformada en el año 2002 en Trelew. Dado que el municipio de Puerto Madryn se determina una autonomía plena, mientras que Trelew, con el mismo ánimo, enumera que dispone de una autonomía política, administrativa y financiera. La legislatura bonaerense, sin embargo, deslindará las atribuciones y responsabilidades de los municipios.
Respecto a la autonomía administrativa: Mientras que en la provincia de Buenos Aires son las autoridades provinciales quienes reglan el modo de administración, de organización y autoridades de los municipios, las competencias y atribuciones del Departamento Ejecutivo y reglamenta el presupuesto anual; en la provincia del Chubut los municipios establecen sus competencias y funciones. Como así también se fijan límites a la contratación de personal municipal. El municipio de Puerto Madryn ha incorporado las condiciones en que la provincia le puede transferir competencias al municipio, imponiéndose la descentralización y la desconcentración como guía de acción y, reaccionando a la temática instalada en la agenda mediática y política en los últimos años, la posibilidad de crear una policía municipal.


Respecto a la autonomía política: Es en esta sección donde se evidencia un abismo cuando se comparan las normas. Mientras la provincia de Buenos Aires repara en asuntos vetustos y anacrónicos que responden a otros momentos históricos, con sus respectivas hipótesis de conflicto; los municipios de la provincia austral han desplegado una serie de temas que gratifican y estimulan la participación ciudadana. En Trelew destacamos el tratamiento de democracia semidirecta, la reforma de la carta orgánica, la creación de la Comisión Municipal de Planificación, la incorporación del Presupuesto Participativo y el reconocimiento de las Asociaciones Vecinales, cuyas autoridades son elegidas mediante el voto directo. Puerto Madryn ha recogido el guante de la crisis de representación política que tienen los partidos políticos y se ha ocupado de revertir dicha situación mediante la institucionalización de los Partidos Políticos como dispositivo exclusivo para postular candidatos, imponiendo un período de tiempo mínimo que deberá cumplir sus funciones el funcionario electo, estableciendo el lugar de residencia del mismo dentro de la ciudad, la reelección y el mandato de los funcionarios. Además ha incorporado el régimen electoral municipal, la composición de listas respecto al sexo de los candidatos, el patrocinio del voto electrónico, el sistema que regirá para la elección de los Concejales, el sistema de listas
, disponiendo la reelección y duración de los mandatos de las autoridades. Respecto a la democracia semidirecta además de las contempladas por Trelew agrega la Audiencia Pública y la Banca Ciudadana. También considera a las Asociaciones Vecinales, el Presupuesto Participativo y el Plan Estratégico.


Respecto a la autonomía económica: Mientras en la provincia de Buenos Aires se impone la necesidad de que las obras públicas sean fiscalizadas por una Comisión de Propietarios Electores y se organizan los pagos superiores a $ 10; en Trelew se estipula la posibilidad de constituir acuerdos regionales o subregionales y en Puerto Madryn se promueve el desarrollo estratégico social, económico, ambiental y cultural; el desarrollo, la pesca y el turismo responsable; se estimula la responsabilidad empresaria; se propende a la integración regional; se impulsa una red productiva local y regional y se reivindica la creación del Ferrocarril Patagónico.


Respecto a la autonomía financiera: En la provincia de Buenos Aires rige el Código Fiscal, este rige respecto de la determinación, fiscalización, percepción de todos los tributos y la aplicación de sanciones que se impongan en la provincia de Buenos Aires, por los organismos de la administración central y organismos descentralizados. La ley orgánica es la encargada de enumerar los recursos municipales, mientras que en los municipios chubutenses son sus cartas orgánicas quienes los determinan. Destacamos que el impuesto a los Ingresos Brutos ha sido municipalizado. Puerto Madryn se ha arrogado el derecho de imponer tributos a empresas sin domicilio legal en la ciudad pero que desarrollen actividades en la misma. Y, a contramano de las políticas implementadas en los últimos años, patrocina la creación de un Banco Municipal.    
Hechas las comparaciones, evidencia que las reglas deben ser actualizadas para acompañar los cambios que se producen en las sociedades. En la provincia de Buenos Aires ¿Hubo algún intento de reforma de la Constitución provincial?, ¿Cuántas hubo?, ¿Por qué no se llevaron a cabo?, ¿Qué tipo de reformas plantearon?
Capítulo IV

Intentos de reforma de la Constitución bonaerense
El 6 de septiembre de 1930 es derrocado el presidente de la Nación, Hipólito Irigoyen. Al año siguiente se realizan comicios generales en la provincia de Buenos Aires. Al resultar ganadores de la elección los radicales, el gobierno de facto anula por decreto los comicios provinciales, convocando a una nueva elección. Mediante la abstención del radicalismo, el partido Demócrata Nacional triunfa en la contienda electoral haciéndose cargo del poder ejecutivo y dominando ampliamente la legislatura provincial.

Es así como el 2 de febrero de 1934 se vota y aprueba la Ley 4.209, la cual es la impulsora de la reforma de la Constitución provincial. Como requisito previo a la convocatoria a una convención constituyente encargada de producir la reforma, se convoca a la ciudadanía a un plebiscito para que se pronuncie a favor o en contra de la convocatoria a dicha convención. Resultaron triunfadores los votos emitidos favorables a la convocatoria, pero hubo una muy importante abstención del electorado a emitir el sufragio. Tan importante fue que de 678.000 empadronados votaron por la afirmativa 163.743 votantes, el resto se pronunció por la negativa, en blanco o se abstuvo de votar. Es así que se convocan a los Convencionales Constituyentes, compuesta por una clara mayoría de conservadores. Debido a la abstención en la participación electoral del radicalismo y a la imposibilidad de imprimirles criterios opuestos a los regresivos y reaccionarios que imponía la mayoría los socialistas se retiran de la convención, y el 29 de Noviembre de 1934 se sanciona la nueva Constitución.

La necesidad de reformar la Constitución de la provincia de Buenos Aires que fuera sancionada en 1934 se ha presentado en la agenda política al menos en tres oportunidades desde el advenimiento de la democracia. Esta había sido sancionada en circunstancias políticas que en un gobierno dictatorial no permitió un debate relajado y objetivo en torno de la reforma constitucional.

Los municipios en la provincia de Buenos Aires vemos como tienen una escasa, por no decir, ninguna, participación en las decisiones a adoptar, que quedan supeditadas a la ponderación del ente planificador central, o a la observación correcta o incorrecta de sus funcionarios de turno.

Ha habido muchas tentativas de reforma de la Constitución de la provincia de Buenos Aires desde el advenimiento de la democracia en Argentina. Desde el año 1983, la provincia de Buenos Aires tuvo por lo menos 3 momentos importantes o significativos de la reforma (Fundamentos de la Ley 10.859). 

Algunos de estos proyectos de reformas constitucionales son tildados de "proyectos troyanos" ya que se valieron de propuestas de reformas estructurales necesarios para filtrar la posibilidad de incorporar la reelección del gobernador, dado que la Constitución Provincial no contemplaba dicha posibilidad. Podemos adjudicar el fracaso de estos proyectos a que se contaminaron proyectos loables con proyectos reeleccionistas. 

a) Armendáriz (UCR) 1983-1987. 

Una vez instalado el gobierno democrático el 7 de febrero de 1984, el gobierno provincial impulsa la reforma de la Constitución. 

Quien va a tener un papel preponderante en la propuesta reformadora es la vicegobernadora, la arquitecta, Elba Roulet. Es una figura bastante activa y va a empujar un conjunto de seminarios, publicaciones y proyectos de reforma vinculados a la temática. Este ha sido un momento por lo menos de movilización de opinión y en la búsqueda de construir algún consenso de reforma. Como conclusión de intensos trabajos en los que colaboraron gran cantidad de especialistas, funcionarios y legisladores, se elaboró un proyecto de nueva constitución de la Provincia.

Lo interesante del caso es que el centro de la cuestión es el problema de la autonomía, hay que contextualizar que la vuelta de la democracia en Argentina es muy apoyada por Europa y eso significa, en términos políticos y en términos ideológicos, que durante un tiempo importante un sector del radicalismo e, incluso, del peronismo renovador liderado por Antonio Cafiero va a estar influenciado por las ideas socialdemócratas europeas.

Estas ideas de autonomía tienen que ver con esa influencia ideológica, porque en Europa ya en los años ochenta se encuentra en auge todos los proyectos de descentralización del Estado y de fortalecimiento de los gobiernos locales. Esta idea de democracia de proximidad en Europa es fuerte y está muy de moda. Es así que la dirigencia política argentina va a estar muy influenciada por ese pensamiento y es esta corriente la que, de alguna manera, va a retomar el fomento de la autonomía municipal.

Es en esos debates donde se va a dar un contrapunto interesante.  Elva Roulet, La vicegobernadora, va a ser quien más adscribe a la Escuela de La Plata específicamente en 2 puntos:

· La idea de autonomía mediante la implementación de Cartas Orgánicas Municipales. Este planteo va a instalar la cuestión en el país. Poco después se van a modificar algunas constituciones provinciales, o sea lo que no sucede en Buenos Aires, sucede en otras provincias de la Argentina.

· La idea de los municipios ciudad, que los municipios que queden circunscriptos a lo urbano. Ahí, tal vez, haya sido la piedra con que tropezó su proyecto al no encontrar un acuerdo con sus correligionarios, pues el mismo implicaba para estos la pérdida de poder. 

Este sea tal vez el motivo por el cual esta reforma no avanza. No logran siquiera tener un estado parlamentario como para impulsar un proceso de reforma de la Constitución. Pero el proyecto, sienta las bases para que el régimen municipal esté en discusión, o sea, se haya instalado en la agenda institucional.

La propuesta principal era que las Comunas adquieran un nivel de autonomía financiera importante. En definitiva, que pudieran cobrar impuestos.

Otra modificación que se pretendía impulsar era la modificación del sistema electoral. Una de las ideas fuerza era que el candidato a intendente sea el primer candidato a concejal. El motivo de dicha innovación ha sido la idea de jerarquizar la figura de concejales. Dado que si es candidato a Intendente y pierde las elecciones, no tiene función en el sistema político, por lo cual desaparece de la escena política y de esta manera asumen cargos quienes conformaron la lista, personajes, muchos de ellos, de dudosa trayectoria. El propósito era jerarquizar los concejos deliberantes. No obstante, debemos aclarar, esta medida tampoco asegura que ese candidato acepte formar parte del Concejo Deliberante, ya que muchas veces son figuras provinciales que tienen aspiraciones a buscan cargos superiores. 

Otros asuntos de reforma han sido la abolición de la Asamblea de Grandes Contribuyentes; el intento de introducir un sistema de democracia semidirecta (plebiscito) y una reforma impositiva; modificar el artículo 190, que es el que estipula las funciones de los municipios por considerarlas vetustas; fijar el piso de la coparticipación a ser distribuida, un piso del 20% de los impuestos. Su argumentación es que la provincia no puede coparticipar algo según criterios subjetivos, resuelto mediante votación; sino que debe coparticipar un mínimo preestablecido de la coparticipación. Sino los municipios quedarían a merced de lo que se vote la cantidad que va a ser distribuida, para luego aplicar una fórmula para determinar cuánto se lleva cada municipio. Una fórmula que pondera una serie de variables como: población, pobreza, si tienen hospitales, etc. De esta manera el Departamento Ejecutivo no preverá con la suficiente antelación para elevar el tratamiento del presupuesto al Concejo Deliberante. Sin embargo, con un mínimo garantizado le permitirá a los municipios estimar un mínimo de ingresos que le permitirá realizar sus cálculos con una cierta cuota de certeza. 

b) Cafiero (PJ) entre 1987-1991

Antonio Cafiero que fuera fundador en 1984 del Frente Renovador Peronista, fue Gobernador de la Provincia de Buenos Aires desde el año 1987. En su trabajo expone Recalde que "en el año 1988 promovió por intermedio del decreto 547 la descentralización tributaria que permitió a las municipalidades cobrar impuestos provinciales e inauguró una política de transferencia de cobro de recursos prolongada, de distinta forma, hasta la fecha" (Recalde, 2008: 120). 

Pero el paradigma económico-financiero-productivo a nivel mundial estaba transformándose violentamente. El contexto internacional ya era otro, lejos de dominar la escena política la socialdemocracia lo hacía ahora el sector más conservador volcado de lleno a la promoción de un sistema que mundializaba la economía. Esto ha ejercido influencias en América Latina, y Argentina sería su "alumna destacada" en la implementación del modelo con la asunción de Menem a la presidencia de la nación cuando finaliza su mandato.

Otra medida aplicada ha sido la convocatoria a un plebiscito para evaluar si se aprobaba o no el proyecto acerca de la reforma del régimen municipal. Debemos destacar que no se planteaba reformar solamente unos pocos artículos de la Constitución, también se reformaban entre ellos el de la reelección del gobernador. Esta reforma se votó en el año 1990 donde gana la ocpción NO. Esta triunfa a pesar de que el SÍ estaba apoyado por los partidos mayoritarios: UCR, PJ, PI; y una constelación de partidos políticos importantes desde el PS, MID, etcétera. 

El proyecto de reforma se podría resumir en los siguientes puntos:

· Se eliminan las asambleas de grandes contribuyentes 

· La base territorial sigue siendo el municipio-partido. (Aprendieron que modificarlos tenía un obstáculo importante en el interior de la provincia). 

· Que los municipios dicten sus Cartas Orgánicas por convención. Aquellos que no la dictan, se rigen por la Ley Orgánica de las Municipalidades.

· Autonomía financiera: Los municipios quedan facultados a cobrar impuestos. Siempre que no exista doble imposición con impuestos provinciales o nacionales. 

· También introduce la forma semidirecta de democracia (Plebiscito, referéndum).

· Planteaba la elección de consejeros vecinales. 

· Introduce entre las facultades generales, la facultad de expropiación por parte de los municipios.  

c) Duhalde (PJ) 1991-1995. 

Duhalde llega a la Vicepresidencia del país junto a Menem, venciendo en las internas al aparato partidario encabezado por el gobernador bonaerense, Antonio Cafiero, y luego triunfando en las elecciones presidenciales de 1989. Renuncia al cargo a comienzos de los años noventa para presentarse como candidato a Gobernador de Buenos Aires, asumiendo el 11 de diciembre de 1991
. En 1994 realizó una reforma de la Constitución, al mismo tiempo que se reformaba la Nacional, con el objetivo (en ambas Cartas Magnas) de incorporar la posibilidad de una reelección, dado que la Constitución Provincial no la contemplaba. Duhalde recibió el apoyo que necesitaba para aprobar el cambio y también en las elecciones de gobernador que tuvieron lugar en 1995.  (Kasta, 2009).

No obstante, ante la euforia de Verónica Kasta, debemos mencionar que ha sufrido un revés en un proyecto de reforma constitucional. Se expide Recalde en su obra que:

"La Reforma de la Constitución fue votada por la Legislatura de la Provincia el 5 de diciembre del año 1989 y contó con el apoyo de la UCR, acordado previamente en el “Pacto de La Plata”. Finalmente, fue rechazada el 5 de agosto de 1990". (Recalde, 2008: 120).

Sabedor del poder que disponía, la estudiosa en la materia la politóloga Kasta publica que Duhalde tras largas negociaciones logra el apoyo del sector de Rico y sortea la cláusula del plebiscito obteniendo una abrumadora victoria (Kasta, 2007). Así, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires quedó redactada de la siguiente manera: 
"Artículo 122.- El gobernador y el vicegobernador durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en ellas en el mismo día en que expire el período legal, sin que evento alguno pueda motivar su prorrogación por un día más, ni tampoco que se les complete más tarde.

 Artículo 123.- El gobernador y el vicegobernador pueden ser reelectos o sucederse recíprocamente, por un nuevo período. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con intervalo de un período."

Para finalizar diremos que desde 1983 a 1994 hay cuatro intentos de reforma, 1 de ellos concretado. Sin embargo el régimen municipal no se modifica. Seguimos con un articulado acerca del régimen municipal que data del año 1934. Desde entonces hasta hoy no hemos tenido grandes debates. Recién ahora la nueva ministra de gobierno de la provincia está patrocinando unas reuniones buscando algunos consensos para buscar una reforma de la Ley Orgánica de las Municipalidades. 

Conclusiones

A lo largo del presente trabajo hemos analizado las autonomías: institucionales, administrativas, políticas, económicas y financieras de cuatro municipios de la República Argentina. Arribar a conclusiones teniendo en cuenta solamente el aspecto normativo, indiscutiblemente confirmaría nuestra hipótesis que sostiene que los gobiernos municipales que poseen Cartas Orgánicas Municipales gozan de una autonomía plena y quienes no las poseen detentan una autonomía semiplena. Al contrastar distintas escuelas, teorías e interpretaciones nos da la posibilidad de  complejizar y de poner en entredicho la conjetura planteada. Nuestra postura es suprimir de plano la posibilidad de considerar a un gobierno local como autárquico, por ello nos concentraremos en los distintos tipos de autonomías.
Sin embargo, las reflexiones emanadas al compararlas entre estas dos categorías de gobiernos municipales nos impide optar por alguna de ellas y desechar otras, ya que consideramos que las mismas son interdependientes e indivisibles. No sería posible considerar autónomo a un municipio si se lo privara de alguna determinada. A continuación efectuaremos un análisis detallado de cada una de ellas:

· Respecto a la autonomía municipal institucional consideramos que los habitantes de un territorio local tienen que tener la capacidad de decidir qué norma regirá su gobierno local, teniendo la posibilidad de continuar bajo la égida de la Ley Orgánica Municipal. Es innegable el mayor interés de los ciudadanos por aspectos cercanos y puntuales de la ciudad, esto admite que luego del análisis concretado afirmemos que las municipalidades que tienen autonomía plena y que además, aquellas donde las Cartas Orgánicas Municipales que las rigen son más recientes, reconocen más derechos a los habitantes que las conforman y, por ende, una ampliación de ciudadanía. Así, no basta solamente el mero reconocimiento e incremento de los derechos, sino que también es fundamental el tiempo transcurrido de sancionada la norma. Ambas variables (autonomía absoluta y tiempo de la norma) se vinculan en forma directamente proporcional, ya que la ampliación de derechos es una conquista que los hombres y mujeres han obtenido en el transcurso del siglo XX y los primeros años del siglo XXI. Sin embargo notamos una tensión existente entre la, cada vez mayor, percepción de los mismos por parte de las personas y la reticencia de reconocerlos por parte de las autoridades estatales. Es en esta contienda en la que nos encontramos inmersos. Queda claro que los derechos no se otorgan, sino que los mismos se conquistan con formidables esfuerzos. 
Aquí también se presenta, en forma latente, una tensión entre la Constitución Nacional y la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y por ende entre ambos gobiernos. Por lo cual es imperioso que se adecue la Constitución de la provincia de Buenos Aires, así no continuar contrariando a la Constitución Nacional. Si bien esta es la postura lógica y formal, en lo jurídico para que el Poder Judicial se pronuncie al respecto, debe existir la afectación de un derecho en concreto. Esto quiere decir, que para que se dicte un fallo, tiene que haber una violación efectiva de un derecho, para ello una persona (física o jurídica) debería realizar un juicio planteando el problema. De no ser así, en lo que se estaría incurriendo es en una mera desprolijidad normativa. Esta redistribución del poder que significaría el reconocimiento de las autonomías municipales en los municipios de la provincia de Buenos Aires ocasionaría una pérdida real de poder tanto del Poder Ejecutivo provincial, como del Poder Legislativo. Es por ello el tipo de proyectos de reforma que se están planteando en la actualidad, están vinculados a la transformación, simplemente, de la Ley Orgánica de las Municipalidades. De esta manera se estaría maquillando una situación en la superficie, mientras que los asuntos de fondo siguen sin resolverse. En consecuencia, sostenemos que se están avasallando los derechos de estos habitantes cuando se carece de autonomía absoluta en los municipios de la provincia de Buenos Aires, por falta de voluntad de los representantes. Asistimos a una situación en que al municipio les son delegadas tareas que les son propias del Estado nacional y provincial. Creando en el inconsciente colectivo que el municipio está obligado a contraer atribuciones y responsabilidades que no les son propias. Mediante esta estrategia el Estado central desvía la crisis "para abajo", primero hacia las provincias y luego pasan a los municipios. Donde éstos tienen que dar soluciones a más problemas, pero con los mismos recursos financieros, humanos, técnicos y materiales o sin las capacidades técnicas y de gestión necesarias. 

· Respecto a la autonomía administrativa. Consideramos también que, entre otras reformas, se debería cambiar la base territorial de la provincia de Buenos Aires. Pasar de un municipio-partido a un municipio-distrito, así dividir el distrito y crear organismos de participación cuyas autoridades sean electas por la ciudadanía, fomentando así una descentralización real del Poder Ejecutivo municipal. No la mera creación de Delegaciones municipales a cargo de personal designado por el Intendente, que lo que suscita es más centralización. De esta manera atacar las prácticas clientelares por otras más transparentes y participativas, cambiar las políticas verticalistas que caracterizan al conurbano bonaerense por otras más horizontales y basadas en la construcción de consensos. En este sentido, la política de configuración de Comunas debe ser una política orientada a profundizar la democracia fomentando la participación activa de la sociedad civil y de entidades intermedias, la integración de la diversidad socio cultural y la concurrencia de esfuerzos locales, provinciales y regionales en pos de la gestión estratégica del territorio.
En lo concerniente a la estructura orgánica y designación del personal que disponen los municipios para efectuar la prestación de los servicios públicos y demás actos de administración local, es aquí donde entra a tallar la interdependencia con la autonomía política. Un Estado municipal debilitado es más propenso a ser objeto de condicionamientos si el Estado provincial dispone de un poder relativo muy superior, máxime si las normas que rigen al personal municipal son provinciales. 
· Respecto a la autonomía política. Sostenemos que una ley provincial que contemple a todos los gobiernos locales de manera homogénea no responde a las expectativas de la ciudadanía. Los habitantes de cada municipio debe disponer de la capacidad de decidir la forma de representación de sus legisladores, ya que es este poder quien ofrece la posibilidad de representación de las minorías a través de la distribución de escaños. Si esta decisión es tomada por el poder provincial, a las minorías se les coarta doblemente esa posibilidad. 

La participación de la ciudadanía mediante la institucionalización de criterios propios de la democracia semidirecta debe ser ampliada y contemplar la posibilidad de que los ciudadanos participen activamente en el ámbito legislativo local. En el mismo sentido, se debe poner en marcha el Presupuesto Participativo donde la ciudadanía intervenga efectivamente, sin atribuirle a esta modalidad una suma simbólica sino que la cantidad sea suficiente para que la intervención sea significativa. Lo vinculado a la Descentralización ha sido tratado en la autonomía administrativa planteando el cambio de la base territorial a un Municipio-distrito, de esta manera se fortalece la interdependencia planteada entre las distintas autonomías. Y por último, el Plan Estratégico donde se consideren como actores políticos fundamentales al conjunto de la sociedad civil, donde las instituciones públicas y las autoridades presten sus oídos a quienes tienen mucho para decir y decidir.
· Respecto a la autonomía económica. El aspecto de sumo interés es la concreción de la regionalización de la provincia, de esta manera plantear la coordinación intermunicipal de acciones como: el desarrollo económico, industrial, comercial, de transporte
, de servicios, de salud, de educación, ambiental
, manejo de residuos domiciliarios, etcétera, de una manera integral con las ciudades que las rodean. Salir de una lógica propia de siglos anteriores y actualizar las instituciones a una realidad donde los cambios tecnológicos e informáticos la transforman día a día. Estos cambios en las estructuras de gobierno son muy complejos de modificar y además las transformaciones son demasiado lentas para los vertiginosos tiempos en que vivimos. Por ello, no debemos de dejar pasar más tiempo y aggiornar la provincia más importante del país a los tiempos vigentes. Si bien es incipiente el COMCOSUR, consideramos que el objetivo debería ser más ambicioso y no conformarse con  la creación de una subregión.
· Y por último, la autonomía financiera. La asunción de competencias inherentes a otras administraciones de gobierno, trae aparejado que cuando se tienen que asumir las propias obligaciones, se carecen de los recursos que se han desviado hacia las otras funciones. Por lo cual el municipio pasa a ser autónomo solamente en sus obligaciones, pero no es autónomo respecto a los recursos que les corresponde. Complementado con propias falencias, son pocas las Comunas que no sean calificadas de ineficientes. Es por ello que juzgamos substancial que se municipalice el impuesto a los ingresos brutos, que no consiste en la creación de nuevos impuestos, sino en municipalizar impuestos ya existentes, de este modo moderar en cierta medida el déficit financiero que las intendencias sobrellevan. Para ello es necesaria la reforma de la Ley provincial 10.397 Código Fiscal.

Para finalizar, el proceso de globalización en que estamos insertos, también requiere gobiernos locales fuertes y participativos para el ejercicio de las autonomías locales como espacios de libertad que permitan el mantenimiento de las fisonomías de los diversos pueblos y personas. A ello apunta el nuevo neologismo, incluido en el prefacio del Dr. Hernández, ‘‘glocal’’, que significa que debemos pensar ubicados en el mundo global, pero sin dejar de actuar localmente. (Hernández, 2003: XVII).


Con los fundamentos desplegados en el presente trabajo estamos en condiciones de responder a la pregunta que forma parte del título del mismo. Los municipios de la provincia de Buenos Aires se hallan conceptualmente: ¿En el siglo XX o en el siglo XXI?
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Anexos
Anexo I
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     Fuente: (Iturburu, 2000: 9). 

Anexo II

	Ingresos Brutos
	SÍ
	SÍ
	NO
	NO

	Democracia Semidirecta -Descentralización
	. Revocatoria de 
  Mandato.

. Iniciativa Popular.

. Referéndum.

. Audiencia 
  Pública.

. Banca del Vecino.

. Asociaciones 

  Vecinales.


	. Revocatoria de 
  Mandato.

. Iniciativa Popular.

. Referéndum.

. Asociaciones 
  Vecinales.
	. Iniciativa Popular.
. Referéndum.
	. Iniciativa Popular.
. Referéndum.

.Delegaciones 

 Municipales

	Departamento Ejecutivo
	. Simple 
  pluralidad 
  de  
  sufragios.

. Reelección, 
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	. Simple 
  pluralidad 
  de 
  sufragios. 
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	. Simple 

  pluralidad 

  de 

  sufragios.
. Reelección 

  indefinida
	. Simple 
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  indefinida.

	Concejo Deliberante
	. Método 

  D´Hont

.Reelección, 

 dejar pasar 
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  D´Hont.
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  indefinida.
	.Método 

 Hare.
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  indefinida.
	. Método 

  Hare.
. Reelección 

  indefinida.

	Policía Municipal
	SÍ por Carta Orgánica

Municipal.

NO de hecho
	NO 
	NO
En proyecto la Policía de Prevención Municipal.
	NO

En proyecto la Policía de Prevención Municipal.


	Personal Municipal
	Con Estatuto propio
	Con Estatuto propio
	Régimen Provincial
	Régimen Provincial

	Carta Orgánica Municipal
	SÍ
	SÍ
	NO
	NO

	
	Puerto Madryn
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	Lomas de Zamora
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LICENCIATURA EN CIENCIA POLÍTICA Y GOBIERNO

Lanús, 2012

� Si los cotejamos con la Nación y las Provincias, los Municipios se caracterizan por su adaptabilidad a las configuraciones sociales, culturales, económicas, espaciales, políticas, etc. de la geografía y la población que lo contienen.





� Las competencias en lo rural sólo corresponden a los municipios de tipo condado o departamento, que son minoritarios en el derecho argentino, como luego veremos. Asimismo, es de hacer notar que existen en la legislación muy pocas referencias a los municipios rurales.





� "La provincia del Neuquén, junto con sus hermanas de Río Negro, Chubut, Santa Cruz y Formosa transitaron un idéntico proceso, el denominado de “Provincialización de los Territorios Nacionales” -del que también fueron parte La Pampa, Chaco y Misiones-, el cual desembocó en la sanción de la ley 14.408, del 15 de junio de 1955, que les dio la calidad de provincia a cada una de ellas; camino que se vio interrumpido por el golpe de estado de septiembre de ese mismo año, que hizo que su institucionalización se comenzara a producir recién en 1957, cuando se dieron sus respectivas constituciones provinciales y, a partir de 1958, cuando se verifica su vida


institucional plena, con la asunción de sus respectivos primeros gobiernos" (Márquez, 2007: 34).


� "Se efectuaron reformas constitucionales en 1986 en las provincias de Jujuy, La Rioja, Salta, San Juan y Santiago del Estero; en 1987 en Córdoba y San Luis; en 1988 en Catamarca y Río Negro; en 1989 en Misiones;


en 1990 en Tucumán; en 1991 en Formosa; en 1993 en Corrientes y en 1994 en Buenos Aires, Chaco, Chubut, La Pampa, Neuquén y Santa Cruz. Además se sancionó una nueva Constitución en 1991 en la provincia de Tierra del Fuego" (Hernández, 2003: 136).





� Coincidimos con un Proyecto de ley que intenta modificar el método empleado, pues: 


“Una de las críticas más comunes que se le hace al método que transforma los votos en escaños en nuestra provincia, es su tendencia a excluir a las minorías impidiendo una composición más pluralista de los cuerpos colegiados, tanto a nivel provincial, como municipal, como así también una fuerte sobrerrepresentación de los partidos políticos  mayoritarios, la causa fundamental de esto último es que, cuando ya han sido repartidos los cargos por medio del residuo, en el caso de que todavía quede representación por asignar esta se completa con la lista que haya obtenido mayor número de sufragios. Generalmente, dada la gran cantidad de votos en blanco y la cantidad de partidos de muy baja representatividad que no llegan al cociente, hace que en la mayoría de las elecciones ya sea esta de distrito o seccional, la fuerza mayoritaria se lleve 2 o más lugares de los que les corresponden por los votos obtenidos”. Proyecto fechado el 20 de Agosto de 2008. 


Visto en: http://www.notibonaerense.com/detallesPLey.aspx?pl=SistemaD%C2%B4Hont. Consultado el: 25/04/2012.


� Es el caso de la ciudad de Puerto Madryn y de Trelew. El artículo 227 de la Constitución de la provincia del Chubut dice: "En las ciudades, pueblos y demás núcleos urbanos de la Provincia, el gobierno y administración de los intereses y servicios locales están a cargo de municipalidades o comisiones de fomento. 


Tienen municipalidades las poblaciones en cuyo ejido urbano hay más de quinientos inscriptos en el padrón municipal de electores. 


Tienen comisión de fomento las poblaciones en cuyo ejido hay más de doscientos inscriptos en el mismo padrón."


� Real Academia Española. Diccionario de la lengua española. Vigésima segunda edición. Disponible en: http://lema.rae.es/drae/?val=autonom%C3%ADa. Consultado el 10/11/2012.


� Real Academia Española. Diccionario de la lengua española. Vigésima segunda edición. Disponible en: http://lema.rae.es/drae/?val=autonom%C3%ADa. Consultado el 10/11/2012.


� La iniciativa popular de leyes (art. 39) y las consultas populares vinculante y no vinculante (art. 40).





� Ley Orgánica de las Municipalidades Nº 1810 de 1886. Para ver más detalles de la misma consultar: Recalde, 2008: 90-92. 	


� Allí el autor cita al pie de página a: Peñalva y Arroyo (1991). "Queremos destacar que esta falta de autonomía deriva del propio marco institucional que regula la actividad de los municipios de la provincia de Buenos Aires que los hace dependientes del gobierno provincial."





� Dice Pírez: "Un área metropolitana es, en suma, una ciudad central y un entorno urbano conectado por flujos sociales y económicos que permiten identificar una unidad de funcionamiento […] es la mancha urbana que cubre más de una circunscripción político-administrativa […] una mancha urbana que cubra, total o parcialmente, el territorio de más de una municipalidad […] Cuando la mancha urbana ocupa en forma parcial un territorio municipal, existe allí población que está fuera de la ciudad pero dentro de un municipio metropolitano […] zona metropolitana que no se refiere a la mancha urbana sino a la totalidad de las unidades político-administrativas ocupadas, total o parcialmente, por ella […] una zona metropolitana es (territorial, económica y socialmente) un fenómeno mayor que un área metropolitana […] región metropolitana, se refiere a un ámbito territorial mayor, incluye la mancha urbana y centros de diferente tamaño […] así como áreas de explotación primaria y espacios vacíos" (Pírez, 1994: 57-58).





�El autor cita a BENNARDIS, Adrián: El municipio del Conurbano Bonaerense. Desafíos y perspectivas. Análisis comparado; Tesis de Maestría en Administración Pública, Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires, 1998.  p. 162. "Los municipios deben organizarse institucionalmente de acuerdo a las leyes provinciales. En cuanto a sus facultades fiscales, aunque el artículo 226 de la Ley Orgánica faculta al cobro de impuestos, los artículos 103 y 144 limitan los aspectos imponibles y la Ley de Coparticipación Municipal fija los criterios de redistribución fiscal. Al mismo tiempo, la Constitución Provincial limita la creación de impuestos, la modificación de sus tasas, la obtención de empréstitos, a la resolución de una asamblea de concejales y un número igual de “mayores contribuyentes”, figura no eliminada por la reforma constitucional de 1994 (ciudadanos que pagan montos impositivos altos, en la práctica seleccionados por los partidos políticos con representación en los Concejos Deliberantes). Las licitaciones de obra pública y los controles de cuentas son, asimismo, potestades provinciales".


� Amplía la conceptualización en la nota al pie diciendo que: "La doctrina se ha expedido mayoritariamente en esta dirección. a) Sabsay y Onaindia al analizar el artículo 123 de la C. N. se preguntan ‘[…] si la presente cláusula agregada por la Convención Constituyente de 1994, obligará a aquellas Provincias que no consagren la autonomía municipal a reformar sus Constituciones. Creemos que la respuesta es afirmativa, porque se agregó a los límites impuestos por el artículo 5 un nuevo elemento y éste debe ser respetado por las Provincias para tornar legítimo el ejercicio de un poder constituyente, En consecuencia, estimamos que las Provincias deberán revisar sus Constituciones para adaptarlas a las nuevas pautas establecidas en la Constitución federal […]’ Sabsay y Onaindia, o.c. p; b) Antonio Hernández también afirma que ‘las leyes supremas provinciales deben obligatoriamente adecuarse al art. 123 de la Constitución Nacional y en el actual régimen municipal argentino, hay que reformar las constituciones de Buenos Aires, Entre Ríos, Mendoza, Santa Fe y Tucumán, porque ya hemos visto que no aseguran la autonomía local de dicha manera, especialmente en el orden institucional […]’ o.c., p. 139; c) Néstor Loxa, por su parte, plantea específicamente el caso del tratamiento de los municipios por parte de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires ‘[…] El logro nacional de 1994 fue acompañado, ese año, por otras reformas constitucionales provinciales que acataron la pauta autonómica o la ampliaron. Se puede agiornar la autonomía del artículo 123, mas no se puede desconocer o atemperar pues es el piso o base que la Ley Suprema fija para que (el municipio) sea un gobierno y no un simple ente. Los bonaerenses […] que también modificaron su constitución en 1994, con el agravio de haberla promulgado veinte días después de la reforma nacional, no solo desoyeron la normativa federal, sino que ni siquiera se tocó el tópico referido al régimen municipal imperante en la Constitución de 1933, que se mantuvo igual, como si nada hubiese pasado […]’, Derecho Municipal público, provincial y contravencional, ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, p. 317-318.


� Lo componen las localidades y parajes de: Puerto Madryn, Puerto Pirámides, Quinta el Mirador, Punta Delgada, Mina Guanacache, Arroyo Verde, Puerto Lobos y Riacho San José.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp" ��http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp�. Consultado el 07/11/2012


� La anterior Carta Orgánica Municipal, sancionada en el año 1994, dejaba expresamente claro en su artículo 67º, sobre las atribuciones y deberes del Concejo Deliberante, al establecer en el inciso 20 que debe “Promover el establecimiento y la prestación de servicios públicos municipalizado y/o privatizado aquellos que se estime conveniente”; mientras que en su segundo párrafo, aclara “En todos los casos autorizará mediante Ordenanza las tarifas de los servicios públicos velando inexcusablemente por la racionalidad de las mismas”. De este modo, dejaba sin el menor atisbo de dudas que el responsable de regular las tarifas de los servicios públicos, era el Concejo Deliberante de Puerto Madryn.





� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp" ��http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp�. Consultado el 07/11/2012.


� Lamentablemente no nos ha sido posible obtener datos acerca de cuáles han sido los motivos de la reforma de la misma, más allá de los cambios indispensables producto del transcurso del tiempo. Como dato significativo hemos podido obtener la declaración de un Diputado Provincial de Chubut, oriundo de la ciudad de Trelew, que recuerda que dicho cambio fue promovido por la crisis del año 2001 donde se había instalado en la sociedad la consigna "que se vayan todos", el objetivo de dicha reforma fue anular la reelección indefinida del Intendente.


� Hace referencia a este concepto como concentración demográfica Hernández, cuando cita a Ferrero que explica: " Al analizarse el desarrollo demográfico argentino pudo advertirse la existencia de una gran movilidad del factor humano registrada tanto en el orden nacional como en el plano intrarregional. Consecuentemente, se fue dando una concentración de población en torno a los principales núcleos urbanos en forma autosostenida, no obstante que su ritmo de crecimiento se haya desacelerado. También fue posible observar que, dado el tipo de política de industrialización implementada por el gobierno central, tal proceso de concentración registró su mayor intensidad en el área más desarrollada del país, es decir, la formada por la región pampeana y el área metropolitana.


Sin embargo, el fenómeno arriba descrito no ha sido privativo de esta parte del país sino que, por el contrario, se ha registrado una generalizada urbanización en todo el territorio de la República, y ésta es la parte positiva que a los fines de la integración territorial no hay que perder de vista, pues al haberse conformado de importantes núcleos urbanos regionales que operan como conglomerados intermedios entre la megalópolis y las áreas rurales, se ha puesto de manifiesto un proceso de concentración demográfico de tipo multidireccional que, aunque es a escala mucho menor que la habida en torno al área metropolitana, dentro de una concepción espacial de la actividad socio-económica argentina, constituye una interesante red nodal que debe servir de base para la futura configuración del desarrollo de las regiones periféricas"  (Hernández, 2003: 237-238).


� Disponible en: http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp. Consultado el 07/110/2012.


� Diario Popular –Sureño – del 08/11/2011. Disponible en: http://www.diariopopular.com.ar/notas/105200-lanus-el-unico-distrito-sindelegaciones-municipales. Consultado el 10/11/2012.


� Municipio de Lanús. Disponible en: http://www.lanus.gov.ar/comunicados_prensa/12_08_09_293.php. Consultado el 10/11/2012.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp" ��http://www.censo2010.indec.gov.ar/resultadosdefinitivos.asp�. Consultado el 07/110/2012.





� Ha experimentado con el sistema de tachas, como el mismo evidenció ser funcional a los "aparatos" se optó por desecharlo y optar por el de listas cerradas y bloqueadas.


� Hace referencia al tema Kasta cuando escribe: "[…] antes de aceptar, Duhalde llevó adelante una estrategia, la que más tarde será su sostén político: acordó con Menem un fuerte sostén financiero y económico para la provincia, ya que sin fondos extraordinarios, ésta seria ingobernable […] Y es así como surge el histórico Fondo de Reparación del Conurbano Bonaerense. Será Cavallo, para aquel entonces Ministro de Economía, que encontrará la manera de darle una jerarquía legal a las exigencias de Duhalde, comprometiéndose a otorgarle a la provincia de Buenos Aires una porción especial en el reparto de la coparticipación Federal […]" (Kasta, 2007: 9).





� En esta materia recientemente se constituyó la Agencia de Transporte Metropolitano. Por el momento es una decisión de políticas públicas que aspiran en el mediano y largo plazo a poder coordinar las políticas del transporte.  La Agencia contará con una conducción tripartita: un representante del gobierno nacional, uno del gobierno de la provincia y otro del gobierno porteño.


� Referido a esta temática se creó la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo. El mismo es un ente interjurisdiccional de derecho público, creado en noviembre de 2006 por la Ley Nacional N° 26.168, a la que han adherido las Legislaturas de la Provincia de Buenos Aires y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que articula el Plan Integral de Saneamiento Ambiental de la Cuenca Matanza Riachuelo (PISA). �
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